
ANEPE

32

Publicaciones

• “Argentina e Chile: mudança de paradig-
ma?”, Contexto Internacional, 33(2): 521-
540, en coautoría con Claudio Fuentes. 
2011.

• “La dimensión fronteriza de la política ex-
terior de Chile: inmovilidad y emergencia 
de nuevas dinámicas”, Estudios Fronteri-
zos, 12(24): 75-102, en coautoría con Cris-
tian Ovando. 2011.

• “Statu-Quo: Paradigmas tradicionales de 
seguridad en América Latina”, en: Dona-
dio, Marcela (comp.), La reconstrucción de 
la seguridad nacional. Defensa, democra-
cia y cuestión militar en América Latina, 
Prometeo Libros: Buenos Aires, pp. 85-95. 
En coautoría con Claudio Fuentes. 2010.

• “El Consejo de Defensa Suramericano: po-
sibilidades de integración desde una pers-
pectiva constructivista”, Papel Político, 
14 (2): 543-579. En coautoría con Cristián 
Ovando. 2009.

• El medio ambiente como un problema de 
seguridad: desafíos para Chile, Documen-
to de Trabajo, Academia Nacional de Es-
tudios Políticos y Estratégicos, Santiago. 
2009.

• “Nuevas amenazas y su impacto en la se-
guridad interna: el caso chileno en pers-
pectiva comparada”, Serie de Estudios 
de Defensa, Nº 23, Instituto de Ciencia 
Política, Pontifi cia Universidad Católica de 
Chile, Santiago. 2007.

Colección de Investigaciones
Academia Nacional de Estudios Políticos y Estratégicos

Academia Nacional de Estudios Políticos y Estratégicos

Gonzalo Álvarez Fuentes

El nuevo Estatuto Orgánico del Ministerio de Defensa Nacional 
ha generado un importante cambio en la forma de planifi cación 
de la Defensa, imponiendo numerosos desafíos para la 
conducción, coordinación y gobernabilidad del sector. 
Tras un largo debate que comenzó con el ingreso del proyecto 
de Ley en 2005 y que culminaría con la promulgación del 
Estatuto a comienzos de 2010, aún persisten una serie de vacíos 
institucionales y défi cits en las relaciones informales entre civiles 
y militares, que dan cuenta de la necesidad de indagar tanto en 
las causas que han impedido el establecimiento de un sistema 
de planifi cación más acabado, como en los desafíos prácticos 
para establecer un proceso acorde al espíritu de modernización 
plasmados en los objetivos de la Ley. ¿Cómo entender que 
tras varios años de discusión sobre el Estatuto, aún no se 
institucionalice en su totalidad el proceso modernizador? ¿Cómo 
esto afecta al sistema de planifi cación y a la gobernabilidad del 
sector Defensa? 
En esta investigación se establece que ha existido una alta 
preocupación por lo formal-normativo y una menor atención 
a las relaciones organizativas en aspectos informales, lo cual 
ha permitido que se institucionalicen nuevas prácticas a nivel 
general, pero que el proceso conjunto presenta algunos défi cits 
que podrían generar situaciones no deseadas, afectando 
negativamente la gobernabilidad en el sector Defensa y las 
relaciones entre civiles y militares.
Además de constatar los logros y falencias que posee la nueva 
Ley, dar cuenta del proceso político que explica su elaboración 
y aprobación. En este libro se realizan una serie de propuestas 
que –considerando la realidad contemporánea– apuntan a llenar 
los vacíos institucionales de la orgánica ministerial a objeto de 
defi nir políticas de defensa que cuenten con un sistema de 
planifi cación capaz de integrar a los diversos actores, para 
enfrentar con una mirada amplia los desafíos de la defensa 
en el contexto actual y de establecer una relación civil-militar 
sostenible y equilibrada en el largo plazo.
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PRESENTACIÓN

Tal como lo establece la Constitución Política de la Repú-
blica, la seguridad externa del país es una función exclusiva del 
Presidente de la República. Para el cumplimiento de la misma, 
dispone del Ministerio de Defensa Nacional como su principal 
organismo de colaboración, Secretaría de Estado que, a partir 
de la ley N° 20.424 Estatuto Orgánico del Ministerio de Defensa 
Nacional, promulgada en febrero de 2010, fue organizada legal-
mente, después de casi dos siglos de funcionar mediante normas 
de carácter reglamentario. Sin embargo, lo que normalmente no 
se tiene en cuenta es que, a través de esa misma legislación, el 
Estado de Chile sistematizó, por primera vez, una estructura de 
defensa en forma. Las razones de su inexistencia previa, pese a 
que el país enfrentó guerras en el siglo XIX y serias crisis vecina-
les en el siguiente, darían motivo a una prolongada exposición 
de antecedentes que no son del caso comentaren la presentación 
del libro El Sistema de Planifi cación de Defensa: requerimientos y 
gobernabilidad del sector, cuyo autor es el investigador Gonzalo 
Álvarez Fuentes.

Si bien el propio autor, ya en la introducción al texto, plantea 
el interés central del trabajo y en esa dirección concentra sus es-
fuerzos, bueno es recordar que el campo de las ideas siempre es 
amplio, permitiendo converger o disentir con relación a las con-
cepciones que se manifi esten, tanto durante el proceso analítico 
como, por supuesto, en las conclusiones que, dada la naturaleza 
de este tipo de estudios, constituyen el resultado de la suma de 
apreciaciones que el autor realiza en procura de su objetivo, pre-
cisamente, en este caso, para responder a las interrogantes de: 
“¿Cómo explicar que tras varios años de discusión sobre el Estatuto, 
aún no se institucionalice en su totalidad el proceso modernizador? 
¿Qué factores han impedido que esto ocurra? ¿Cómo afecta esto al 
sistema de planifi cación y a la gobernabilidad del sector Defensa?”, 
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considerando, desde su perspectiva, la existencia de “numerosos 
défi cits, vacíos institucionales y mecanismos por implementar, para 
avanzar en el perfeccionamiento de este proceso y que en defi nitiva co-
adyuve a aumentar la gobernabilidad del sector Defensa”.

En ese contexto, es imperativo aceptar que las construccio-
nes humanas nunca son absolutas ni perfectas, existiendo la po-
sibilidad permanente de supresiones, modifi caciones o amplia-
ciones. Sin embargo, en el caso del sistema de defensa de Chile, 
puesto en ejercicio recién el 2010, es un requisito ineludible com-
probar sus capacidades e insufi ciencias colocando a prueba el 
proceso de desarrollo doctrinario y organizacional del Ministerio 
de Defensa Nacional a partir de la ley N° 20.424 que, en mi opi-
nión, se ha materializado favorablemente a la fecha. Incluso más, 
ha dado lugar a una serie de medidas complementarias para 
lograr el nivel de efi ciencia esperado. De allí que toda investiga-
ción que se desarrolle para este fi n debe tener en consideración el 
estado de avance de ese proceso que, por señalar alguno de sus 
efectos importantes, ha permitido no solo elaborar integralmente 
la planifi cación de la defensa del país con criterios realistas y la 
participación de los distintos sectores del Estado que cumplen 
responsabilidades en ella, sino, tan importante como lo anterior, 
comprobarla y perfeccionarla vía ejercicios con la participación 
de los mismos.

Gonzalo Álvarez, reconociendo lo anterior, intenta ir un 
paso más allá de ese proceso y en la hipótesis que guía su estu-
dio demuestra su preocupación en cuanto a que “la menor aten-
ción a las relaciones organizativas en aspectos informales, signadas 
por una baja preocupación y desconocimiento del quehacer del sector, 
ha obstaculizado la creación de un sistema de planeación integral que 
aborde todos los desafíos que implica una adecuada coordinación entre 
civiles y militares”. Por ello, dentro de sus objetivos específi cos y 
en el marco de lo propositivo, el autor establece “proponer las me-
didas necesarias para establecer el equilibrio y coordinación en la plani-
fi cación de la Defensa que apunten a perfeccionar la gobernabilidad del 
sector Defensa”, basado en la inexistencia de mecanismos específi -
cos en la ley N° 20.424 y la ausencia de una mayor participación 
civil en el sistema de defensa, desarrollando, sobre este último 
tópico, un detallado análisis conceptual y práctico de las relacio-
nes civiles-militares, asociado a la importancia de los Ministerios 
de Defensa en cuanto a contribuir para que esta se manifi este 
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adecuadamente, culminando su análisis con el comportamiento 
en Chile de esas relaciones, destacando lo favorable de las re-
formas constitucionales del 2005 y la promulgación del Estatuto 
Orgánico del Ministerio de Defensa Nacional.

Por consiguiente, dentro de su investigación, el autor defi ne 
determinados défi cits de ese nuevo Estatuto, producidas a conse-
cuencia de un débil debate político durante la tramitación consti-
tucional del proyecto de ley en el Congreso Nacional, destacando 
dentro de ellos una serie de materias que, en ningún caso, tenían 
relación directa con el sistema de defensa que el ejecutivo esti-
maba necesario para que el país garantizara su seguridad exter-
na en casos de crisis internacional o guerra externa, tales como 
aquellas “relativas a empresas estratégicas, bienes inmuebles de las 
FF.AA., duración de la carrera militar, o disminución de sus garan-
tías previsionales”. Asimismo, por experiencia propia, podemos 
agregar la preocupación de determinados legisladores acerca de 
las formas en que se ejercía la libertad de culto al interior de las 
instituciones castrenses.

También, en procura de un registro histórico lo más certero 
posible, es necesario señalar que, dentro de los défi cits estable-
cidos por Gonzalo Álvarez, cabe dejar constancia que, si bien 
hubo participación de autoridades militares durante esa trami-
tación, la misma correspondió a la entrega de una opinión con 
respecto a los contenidos de una proposición elaborada en 2005 
fundamentalmente por actores civiles del Ministerio de Defensa 
Nacional que, desde mediados de la década de los 90, fueron ela-
borando el proyecto de ley respectivo y que, más tarde, debieron 
estudiar y proponer las numerosas indicaciones para iniciar su 
efectiva discusión el 9 de octubre de 2007, debate en la que esos 
mismos actores tuvieron una destacada presencia, tanto en la Cá-
mara de Diputados como en el Senado.

Finalmente, cabe señalar que las propuestas generales y es-
pecífi cas que expone el autor con el objeto de perfeccionar el Es-
tatuto del Ministerio de Defensa Nacional tienen el benefi cio de 
promover la discusión académica y técnica sobre esos factores, 
destacándose en las primeras su concepción de que la defensa es 
parte de la seguridad integral del país, noción que ha formado 
parte del debate desde que se hizo pública la proposición de la 
primera Estrategia Nacional de Seguridad y Defensa chilena, aún 
en consulta en el Senado de la República. Ello, a partir de su ex-
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presa posición en el sentido de que existen áreas por mejorar en 
el sistema de defensa para superar la “falta de estructura y coordi-
nación interagencial e inexistencia de defi niciones sobre el planeamien-
to de la defensa ante escenarios de confl icto interno y nuevas amenazas 
a la seguridad”, posición que, sin duda, necesita ser resuelta a la 
brevedad a fi n de que sea posible adoptar las decisiones políticas 
que fueren del caso y consecutivamente formular las políticas 
públicas respectivas, propias del nivel de desarrollo alcanzado 
por nuestro país.

Allí reside, entonces, el valor de esta publicación, puesto 
que incentiva el debate de sus evaluaciones dentro del infi nito 
campo de las ideas y a contrastarlas con las capacidades o prác-
ticas organizacionales del Estado para cumplir con una de sus 
funciones primarias indelegables: garantizar efi cientemente la 
seguridad externa del país, condición que permite concluir esta 
presentación reconociendo la importancia del trabajo de Gonzalo 
Álvarez Fuentes, puesto que nos entrega una visión particular 
sobre el sistema de defensa de Chile, la que constituye un reto 
para las autoridades y los especialistas del sector a fi n de que se 
discutan sus planteamientos. Tan interesante como lo anterior, es 
que a través de su esfuerzo ha dejado en evidencia que, pese a 
la ausencia de un mayor número de civiles comprometidos con 
esta tarea, situación que el mismo autor alude, existen, al menos, 
programas educacionales, como los de la Academia Nacional de 
Estudios Políticos y Estratégicos, que han asumido la formación 
de personas especializadas en esta materia.

CARLOS MOLINA JOHNSON
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INTRODUCCIÓN

La promulgación de la Ley 20.424, a inicios de 2010, sobre 
el nuevo Estatuto Orgánico del Ministerio de Defensa Nacional, 
vendría a institucionalizar el proceso de modernización del sec-
tor llevado a cabo desde mediados de los 90, superando varios 
défi cits administrativos que aun prevalecían. Más aún, la refor-
ma representa un hecho de suma trascendencia, si consideramos 
que la organización básica de la cartera databa de la primera mi-
tad del siglo XX.

En este marco, la nueva institucionalidad ha tocado un 
punto central que se relaciona con un cambio en la forma de 
planifi cación, que impacta fuertemente en la conducción y coor-
dinación, y en general en la gobernabilidad del sector. Si bien los 
cambios han apuntado a mejorar el sistema de planifi cación de la 
defensa, aún subsisten numerosos défi cits, vacíos institucionales 
y mecanismos por implementar, para avanzar en el perfecciona-
miento de este proceso y que en defi nitiva coadyuve a aumentar 
la gobernabilidad del sector Defensa.

No obstante que el proyecto de modernización fue ingresado 
a la Cámara en 2005, lo cual signifi có un intenso y largo debate 
hasta su aprobación en 2009 y promulgación en febrero de 2010, 
podría esperarse un Estatuto que cumpla ampliamente con los 
requerimientos de la Defensa de acuerdo a los desafíos actuales.

En la práctica, se aprobó solo el marco general de la nueva 
Ley, quedando una serie de aspectos por sancionar y otros sin la 
adecuada reglamentación ni establecimiento de procesos forma-
les e informales para cumplir con el objetivo general y el espíritu 
de la Ley 20.424. ¿Cómo explicar que tras varios años de discu-
sión sobre el Estatuto, aún no se institucionalicen en su totalidad 
el proceso modernizador? ¿Qué factores han impedido que esto 
ocurra? ¿Cómo afecta esto al sistema de planifi cación y a la go-
bernabilidad del sector Defensa?
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A partir del marco teórico proveniente de las relaciones 
cívico-militares (RCM), en la presente investigación se sostiene 
que ha existido una alta preocupación por lo formal-normativo 
y una menor atención a las relaciones organizativas en aquellos 
aspectos informales. Esto ha permitido que se institucionalicen 
nuevas prácticas a nivel macro –Ley 20.424– pero que el proceso 
conjunto presente algunos défi cits que podrían generar situa-
ciones no deseadas en cuanto a la transparencia, obstáculos al 
proceso de modernización, algunos confl ictos en la relación civil-
militar y, en general, afectar negativamente la gobernabilidad en 
el sector Defensa. A pesar de ello, es posible identifi car los vacíos 
existentes y perfeccionar el modelo de planifi cación tendiente a 
dotar al sistema de planifi cación de una estructura que responda 
a los desafíos actuales, considerando que existe un contexto or-
ganizacional y político propicio para llevar a cabo determinadas 
correcciones.

En efecto, siguiendo la literatura sobre las RCM, esta ha 
puesto en el centro del debate el concepto de control civil y la au-
tonomía militar1. En América Latina, los estudios sobre las RCM 
siguieron esta línea de pensamiento, concentrando su análisis 
en el rol de los militares en el poder político2, y en la autonomía 
que desarrollaron las instituciones armadas3. Posteriormente, 
la atención se focalizó en el papel que jugaron las FF.AA. en los 
procesos de transición4.

1 HUNTINGTON, Samuel. El Soldado y el Estado. Buenos Aires, Grupo Editor 
Latinoamericano, 1995. JANOWITZ, Morris. El Soldado Profesional. Buenos 
Aires, Editorial Bibliográfi ca Argentina, 1967.

2 O’DONNELL, Guillermo. Modernization and Bureaucratic-Authoritarianism.
Berkeley, Institutefor International Studies, 1973.

3 VARAS, Augusto. Autonomización castrense y democracia en América Lati-
na. Santiago de Chile, FLACSO-Chile, 1984.

 STEPAN, Alfred. The Military in Politics: Changing Patterns in Brazil. Prince-
ton, Princeton University Press, 1971.

 STEPAN, Alfred. Rethinking Military Politics: Brasil and the Souther Cone.
Princeton, Princeton University Press, 1988.

 LOVEMAN, Brian y DAVIS, Thomas. The Politics of Antipolitics: The Mili-
tary in Latin America.Lincoln, University of Nebraska Press, 1989.

4 AGÜERO, Felipe. Militares, Civiles y Democracia. Madrid, Alianza Editorial, 
1995.
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No obstante estos valiosos aportes, dichos estudios se con-
centraron casi exclusivamente en el aumento del control civil 
sobre las FF.AA. y una vez lograda la normalización de las RCM, 
la preocupación académica y política tendió a decaer. A pesar de 
ello, investigaciones recientes han dado cuenta de este vacío con-
ceptual, observando precisamente que la preocupación actual va 
más allá de la subordinación militar5.

La poca atención en general sobre los temas de Defensa y el 
marcado acento en la variable control civil, ha ocasionado una 
pérdida de sustento teórico-práctico para la generación de polí-
ticas del sector, donde se ignora u omite lo que tanto militares 
como civiles realizan, generando –o pudiendo generar– impli-
cancias negativas para la gobernabilidad de la Defensa, ya que 
no se conoce ni se defi ne con claridad los distintos roles y misio-
nes del sector6. De esta manera, la transparencia y coherencia en 
el área de planifi cación podría presentar défi cits en cuanto no se 
han tratado con la sufi ciente profundidad todas las aristas que 
incluye dicho proceso. Para nuestro caso, esto se demuestra en la 
medida que se asume la conducción conjunta como un impera-
tivo modernizador pero no se defi ne detalladamente el proceso 
de planifi cación. En otras palabras, se establece el marco general 
–signado por la variable control civil formal a partir de la autori-
dad política que ejerce el mando– pero no se establecen los mecanis-

 HUNTER, Wendy. Confl icto civil-militar y acomodación en las nuevas demo-
cracias latinoamericanas. Revista Fuerzas Armadas y Sociedad, 10(4): 27-32, 
1995.

 PION-BERLIN, David. Through Corridors of Power: Institutions and Civil-
Military Relations in Argentina. University Park, Penn State University Press, 
1997. 

5 MARES, David. Civil-military relations, democracy and the regional neigh-
bourhood. En: MARES, David. Civil-military relations: building democracy 
and regional security in Latin America, Southern Asia and Central Europe. 
Boulder, Westview Press, 1998. pp. 1-25.

 PION-BERLIN, David y TRINKUNAS, Harold. Attention Defi cits: Why Pol-
iticians Ignore Defense Policy in Latin America. Latin American Research 
Review, 42(3): 76-100, 2007.

 DESCH, Michael. Civilian control of the military: the changing security envi-
ronment. Baltimore, Johns Hopkins UniversityPress, 2008.

6 BRUNEAU, Thomas y MATEI, Florina. Towards a New Conceptualization 
of Democratization and Civil-Military Relations.Democratization, 15(5): 
909–929, diciembre, 2008.
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mos formales e informales de relación entre civiles y militares en 
el proceso mismo de planifi cación.

Una alternativa para superar estos défi cits –o posibles con-
fl ictos– tiene que ver con invertir la ecuación sobre el control 
civil, concentrándose en aquellos aspectos informales de la 
RCM y en el proceso político en que se enmarca la formulación 
de políticas. En este sentido, la atención más que concentrarse 
en el control debiese apuntar a qué se delega y qué medidas de 
monitoreo y control se establecen7, considerando un contexto po-
lítico democrático donde se hace necesario determinar cómo se 
defi nen los arreglos institucionales formales e informales8, y qué 
políticas se implementarán luego de realizada la planifi cación9.

En este sentido, la teoría sobre el agente y el principal pre-
senta un marco teórico atingente para establecer una línea pro-
picia de acción. Por una parte, considerando la experticia del 
militar (agente) en asuntos estratégicos, logísticos, operativos y 
de manejo de información en situaciones de confl icto; confi ere 
importantes ventajas sobre los civiles (principal), aumentando 
las posibilidades de “riesgo moral”10, entorpeciendo la goberna-
bilidad. Por otra, el principal (civil), al no contar con las compe-
tencias técnicas adecuadas, pone en manos del agente (militar), 
tareas que no es capaz de resolver ni tampoco monitorear su 
desarrollo. Para el caso analizado, esta situación ha sido patente 
a lo largo de toda la discusión parlamentaria respecto de la Ley 

7 FEAVER, Peter. Delegation, Monitoring, and Civilian Control of the Military: 
Agency Theory and American Civil-Military Relations.John M. Olin Institute 
for Strategic Studies.Project on U.S. Post Cold-War Civil-Military Relations, 
Working Paper N° 4, 1996.

8 FUENTES, Claudio. El discurso militar en la transición chilena. Santiago, 
Nueva Serie FLACSO-Chile, 1996.

 WEEKS, Gregory. The Military and Politics in Post-authoritarian Chile.Tusca-
loosa, University of Alabama Press, 2003.

 FUENTES, Claudio. La Transición de los militares. Santiago, LOM Ediciones, 
2006.

9 CROISSANT, Aurel y KUEHN, David y CHAMBERS, Paul y WOLF, Sieg-
fried. Beyond the fallacy of coup-ism: conceptualizing civilian control of the 
military in emerging democracies. Democratization, 17(5): 950-975, noviem-
bre, 2010.

10 FEAVER, op. cit.
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20.424 donde la experticia militar fue gravitante a la hora de es-
tablecer numerosos puntos del nuevo Estatuto.

Además de lo anterior, la planifi cación en el sector no puede 
restarse de las nuevas tendencias y desafíos sobre la seguridad. 
En un escenario donde se entremezclan las perspectivas tradi-
cionales y amplias sobre seguridad11, el proceso de planifi cación 
requiere tanto de la experticia militar como de la visión de las 
autoridades políticas y aportes del mundo académico para tener 
una visión amplia y consensuada sobre cómo el sector Defensa 
responderá a estas complejidades y desafíos. Es decir, se requiere 
de una planifi cación equilibrada, ya que si existe mayor inciden-
cia civil, en desmedro de la experticia militar, se corre el riesgo 
de contar con políticas que no den cuenta del escenario estra-
tégico; por el contario, una excesiva delegación en los militares 
podría generar un défi cit democrático aumentando las prerroga-
tivas de las FF.AA.12.

En defi nitiva, la nueva institucionalidad en el marco de la 
Ley 20.424, requiere de un fortalecimiento de la coordinación y 
un adecuado equilibrio que garantice la gobernabilidad en un 
contexto democrático. La falta de preocupación civil sobre los 
temas de Defensa, superadas las tensiones iniciales de la tran-
sición en Chile, ha generado una carencia de literatura sobre la 
materia. No obstante, los nuevos referentes teóricos han abierto 
numerosas hipótesis para indagar, por un lado, en cómo se gene-
ran los arreglos institucionales formales y, por otro, determinar 
qué aspectos aún son defi citarios a nivel organizativo, sobre todo 
informales, para elaborar soluciones centradas en un adecuado 
equilibrio entre control civil, monitoreo y delegación, que apunte 
a una mejor gobernabilidad del sector Defensa.

De esta manera, la presente investigación tiene por objetivos 
generales explicar las causas que han obstaculizado la instaura-
ción de un sistema completo e integral de planifi cación del sec-
tor Defensa en el marco de la Ley 20.424; y establecer las líneas 

11 BUZAN, Barry. People, States & Fear: The National Security Problem in In-
ternational Relations. London, Harvester Wheatsheaft, 1991.BUZAN, Barry 
y WAEVER, Ole y DE WILDE, Jaap. Security: a new framework for analysis, 
Boulder, Lynne RiennerPublischer, 1998.

12 FEAVER, op. cit.
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generales para el establecimiento de un sistema de planifi cación 
que incluya una adecuada coordinación civil-militar para asegu-
rar la gobernabilidad del sector Defensa.

La hipótesis que guía este estudio consiste en que una alta 
preocupación por lo formal-normativo ha permitido que se ins-
titucionalice un marco general para la planifi cación en el sector 
Defensa; sin embargo, la menor atención a las relaciones organi-
zativas en aspectos informales, signadas por una baja preocupa-
ción y desconocimiento del quehacer del sector, ha obstaculizado 
la creación de un sistema de planeación integral que aborde 
todos los desafíos que implica una adecuada coordinación entre 
civiles y militares.

A objeto de esclarecer estos supuestos, se han trazado los 
siguientes objetivos específi cos: Analizar el proceso político-
organizacional en que surge la Ley 20.424; determinar los facto-
res que produjeron un marco general para la creación del nuevo 
Estatuto; determinar los factores que impidieron la creación de 
mecanismos específi cos dentro de la Ley 20.424; analizar las 
relaciones informales entre civiles y militares en el contexto de 
la planifi cación de la Defensa; proponer las medidas necesarias 
para establecer el equilibrio y coordinación en la planifi cación 
de la Defensa que apunten a perfeccionar la gobernabilidad del 
sector Defensa.
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CAPÍTULO I
RELACIONES CÍVICO-MILITARES

Desde el marco teórico de las Relaciones Cívico-Militares 
(RCM) se sostiene que se ha puesto un marcado énfasis en el 
control civil a nivel formal y macroinstitucional, descuidando 
aquellos aspectos informales de las relaciones entre civiles y mi-
litares. Adicionalmente, se establece que dicho marco teórico es 
insufi ciente para explicar los défi cits que permanecen en el sec-
tor, ya que precisamente enfoca su atención excesivamente en el 
control civil, descuidando aspectos organizativos y estratégicos 
que debiesen ser tomados en consideración para una adecuada 
adaptación de la defensa a los desafíos actuales.

Relaciones cívico-militares y control civil

Tradicionalmente la literatura sobre las RCM ha puesto en 
el centro del debate el concepto de control civil, considerando 
el cuestionamiento clásico respecto de “quién nos protege de 
los guardianes”. Desde los aportes de Huntington1 y Janowitz2, 
la preocupación por la infl uencia de las FF.AA. en los asuntos 
civiles ha avanzado tanto en aquellos aspectos institucionales-
formales como de los mecanismos informales y proceso políticos 
que operan en las relaciones cívico-militares3.

En el caso de América Latina, los estudios sobre las RCM 
cobraron una particular signifi cancia dado el papel que tuvieron 
los militares en la ocurrencia de golpes de Estado y posterior-
mente en el rol que jugaron en los procesos de transición demo-
crática.

1 HUNTINGTON, op. cit.
2 JANOWITZ, op. cit.
3 FEAVER, op. cit.
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Las FF.AA. fueron un actor político importante en los re-
gímenes autoritarios y, por tanto, usualmente han ampliado 
su margen de infl uencia y autoridad en el sector seguridad y 
defensa4. De ahí que el problema del control civil resultara una 
variable fundamental a considerar por los estudiosos y tenido en 
cuenta por las autoridades políticas en periodos de alta tensión 
civil-militar y de normalización de sus relaciones.

Efectivamente, en un primer momento la literatura concen-
tró sus análisis en explicar las condiciones estructurales que pro-
piciaron la ocurrencia de golpes de Estado encabezados por las 
FF.AA.5, y en la autonomía que desarrollaron los militares que 
contribuyó a su irrupción en la posterior construcción de regíme-
nes autoritarios6. Más tarde, el acento estuvo puesto en el rol que 
desempeñarían las FF.AA. en los periodos de transición hacia 
regímenes democráticos7. Posteriormente, se prestó atención a 
los cambios que produjeron los procesos de transición en los ám-
bitos de infl uencia civiles y militares8.

Una segunda aproximación, centrada en la subordinación 
militar, generó al menos cuatro vías de análisis para entender el 
mayor o menor grado de control civil en el contexto de las de-
mocracias emergentes9. La primera vía argumenta que para un 
adecuado control democrático es preciso la transformación de la 
mentalidad o las creencias militares10. La segunda, se vincula a 

4 CROISSANT, KUEHN, CHAMBERS, WOLF, op. cit.
5 NUN, José. The Middle-Class Military Coup Revisited. En: LOWENTHAL, 

Abraham y FITCH, Samuel. Armies and Politics in Latin America. New York, 
Holmes & Meier, 1986, pp. 59-95.

 O’DONNELL, op. cit.
6 STEPAN, 1971, op. cit.
 VARAS, op. cit.
 LOVEMAN Y DAVIS, op. cit.
7 LOWENTHAL, Abraham y FITCH, Samuel. Armies and Politics in Latin 

America. New York, Holmes & Meier, 1986.
 STEPAN, 1988, op. cit.
 HUNTER, op. cit.
 PION-BERLIN, op. cit.
8 AGÜERO, op. cit.
 HUNTER, op. cit.
9 FUENTES, 2006, op. cit.
10 FITCH, Samuel. The Armed Forces and Democracy in Latin America. Balti-

more, Johns Hopkins University Press, 1998.
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la capacidad de las autoridades de aprovechar las “ventanas de 
oportunidades” para generar cambios en la relación civil-mili-
tar11. Mientras que una tercera línea se concentró en la forma en 
que se defi nen los arreglos institucionales formales e informales 
y cómo estos afectan el nivel de control civil12. Finalmente, una 
cuarta vía optó por una combinación de enfoques, en que la sub-
ordinación militar dependerá de la estructura de oportunidades 
y el aprovechamiento estratégico de dichas oportunidades políti-
cas para la institucionalización del control civil13.

No obstante estos valiosos aportes, para nuestro caso de 
estudio aún prevalecen varias interrogantes. Entre ellas, cómo 
explicar que superados numerosos obstáculos institucionales a 
través de reformas políticas al más alto nivel, todavía perduren 
numerosas áreas que escapan al control civil. En este sentido, se 
hace necesario abrir una tercera línea de investigación, que va 
más allá de las explicaciones centradas en la incidencia militar y 
el control civil.

Más allá de la subordinación militar y el control civil

Si bien los aportes de Agüero nos permiten esclarecer, por 
un lado, que la falta de control civil obedece a que los actores 
pueden aprovechar y/o desperdiciar oportunidades para la 
acción y, por otro, podemos medir la existencia o no de control 
civil a partir de los cambios en la defi nición de los límites de la 
función militar. Resulta difícil explicar por qué en algunas áreas 
existe un amplio control civil, mientras que en otras escasea, o 
bien, para nuestro caso ¿por qué se limitan amplias prerrogativas 
militares –eliminando los principales enclaves autoritarios– pero 
se mantienen amplios márgenes de maniobra en áreas centrales 
para el Estado, como la industria militar o la conducción de las 
acciones en situaciones de emergencia?

11 HUNTER, op. cit.
12 FUENTES, 1996, op. cit.
 WEEKS, op. cit.
13 AGÜERO, Felipe. Institutions, Transitions, and Bargaining: Civilians and the 

Military in Shaping Post Authoritarian Regimes. En: Pion-Berlin, David. Civil 
Military Relations in Latin America.New Analytical Perspectives. Chapel 
Hill, The University of North Caroline Press, 2001, pp. 194-222.
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Crecientemente los estudiosos de las RCM han observado 
esta preocupación y carencia en la literatura que va más allá 
del control civil y la subordinación militar, abriendo numerosas 
hipótesis al respecto, entre las que se cuentan: a) la injerencia 
del contexto internacional, b) la redefi nición de las amenazas y 
los roles militares, c) la poca preocupación de la autoridad civil 
en los temas de seguridad y defensa, e) la falta de preocupación 
por la efi ciencia y efectividad de la utilización de recursos para 
el sector defensa, d) el grado de fragmentación o unidad de las 
FF.AA. y sus vínculos con los sectores civiles, f) el grado de con-
trol y monitoreo sobre las FF.AA. Todas estas teorías podrían ex-
plicar, de acuerdo a cada caso, por qué existen áreas importantes 
de supremacía civil, mientras que otras se mantienen con un bajo 
o inexistente nivel de control, e inclusive, con una ampliación de 
las funciones militares.

En efecto, algunas de estas hipótesis están directamente 
relacionadas. Por ejemplo, si bien el contexto internacional de 
postguerra fría pudo haber jugar un rol signifi cativo en la mayor 
preocupación de las democracias emergentes por garantizar el 
control civil como forma de adaptación al nuevo escenario14, la 
mayor o menor fortaleza de dicho control puede estar determi-
nada por factores estructurales como las amenazas externas o 
internas y su diferentes grados de intensidad15. Siguiendo esta 
línea, las amenazas jugarán un rol fundamental en el lideraz-
go civil y la organización militar tanto por razones domésticas 
(amenazas internas) como por factores internacionales (amena-
zas externas). De esta manera, el modelo planteado por Desch16 
establece cuatro posibles escenarios de control civil: 1) cuando 
existe una alta incidencia de amenazas internas y externas, exis-
tirá un escaso control civil; 2) cuando coexiste un bajo nivel de 
amenaza externa con un alto nivel de amenaza interna, el control 
civil será aún más bajo; 3) cuando existe una combinación de 
un alto nivel de amenaza externa con bajos niveles de amenaza 
interna, el control civil será bueno; 4) cuando existan bajos nive-
les de amenazas internas y externas, el control civil será mixto. 

14 MARES, op. cit.
15 DESCH, op. cit.
16 Ibid.
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Nuestro caso de estudio se enmarca en este último escenario, lo 
cual explicaría que existan áreas de alto control civil que convi-
ven con áreas de bajo o inexistente control.

No obstante la propuesta de Desch nos entrega una excelen-
te explicación estructural, aún quedan pendientes varias interro-
gantes respecto de las variables domésticas que infl uyen en la 
explicación de por qué son determinadas áreas las que quedan 
sin el adecuado resguardo. Dentro de las explicaciones posi-
bles, David Pion-Berlin y Harold Trinkunas17 sugieren que ante 
un ambiente de amenaza relativamente favorable en América 
Latina –baja amenaza–, se generaría un descuido de la política 
de defensa por parte de las autoridades civiles, cuestión que es 
reforzada por la disminución de la posibilidad de ocurrencia de 
golpes de Estado. Por el contrario, una alta preocupación por la 
política de defensa generaría un mayor control civil, además del 
mejor aprovechamiento y uso efi ciente de los recursos asignados 
al sector defensa18.

La despreocupación por los temas de defensa puede generar 
varios problemas para las RCM e incluso producir retrocesos 
en materias de control civil que muchas veces fueron logradas 
con grandes esfuerzos, sobre todo en países que atravesaron por 
periodos de transición desde regímenes autoritarios. Temas liga-
dos, por ejemplo, a la inclusión de la preocupación por los dere-
chos humanos, pueden desaparecer de la agenda repentinamente 
y echar por tierra los esfuerzos realizados previamente. Es decir, 
la despreocupación civil puede generar ausencia civil en los pro-
cesos de reforma de las prácticas y doctrinas militares; además 
de –si consideramos que las instituciones armadas son organi-
zaciones inherentemente conservadoras y autónomas– aumentar 
la autogestión militar, generando mayores niveles de autonomía 
y planteando nuevos problemas para el control civil19. Aquí es 
donde se produce una paradoja teórica importante, del marcado 
énfasis en el control civil, se puede pasar al descontrol debido 
a la despreocupación sobre los temas de defensa en general, en 
cuanto “se ignora lo que los militares u otros instrumentos de se-

17 PION-BERLIN y TRINKUNAS, op. cit.
18 Ibid.
19 Ibid, p. 95.
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guridad realmente hacen así como las implicaciones globales de 
la democracia en los diferentes conjuntos de roles y misiones”20 
que los militares asumen.

La argumentación anterior es un tema central en la nueva 
agenda investigativa de las RCM, y que suscita dos desafíos 
analíticos y un objetivo práctico. El primer desafío analítico 
consiste en la apertura de la “Caja de Pandora” de las FF.AA., 
referida al grado de unidad/fragmentación de las instituciones 
castrenses así como el grado de coherencia de sus estrategias: a 
mayor unidad y coherencia, mayores benefi cios institucionales 
para las instituciones armadas21. Este desafío también incluye 
una dimensión poco analizada, y que se vincula a la dimensión 
civil de las RCM: a mayores niveles de cohesión entre sectores 
políticos infl uyentes y militares, menores son las posibilidades 
de transformación de situaciones de privilegio de los institutos 
armados22. Considerando estos dos elementos, las relaciones 
formales e informales entre FF.AA. y civiles, serán factores claves 
para entender el resultado político que se dará, los tipos de refor-
mas adoptadas y los espacios abiertos en el sector defensa para 
un mayor margen de maniobra y autonomía militar.

El segundo desafío analítico que se plantea se refi ere al 
grado de control y monitoreo sobre las FF.AA. En este sentido, 
el acento se establece en la variable dependiente en la relación 
cívico-militar, en la delegación de poder que se da a los milita-
res, la cual requiere de medidas de monitoreo y control: donde 
la delegación es baja y los mecanismos de monitoreo son altos, 
se observarían altos niveles de subordinación militar y vicever-
sa23. Al considerar este aspecto de la RCM, podemos avanzar en 
una defi nición más amplia de control civil, que va más allá de la 
capacidad de las autoridades civiles de decidir sobre macropolí-
ticas nacionales y su implementación, sino que también indagar 
en qué aspectos son delegados a los militares y si efectivamente 
estos son monitoreados.

20 BRUNEAU y MATEI, op. cit., p. 912.
21 FUENTES, 2006, op. cit., p. 14.
22 Ibid., p. 16.
23 FEAVER, op. cit.
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Vinculado a los desafíos analíticos planteados, encontramos 
un objetivo práctico relacionado con la subordinación militar 
y la preocupación civil por el sector defensa en un contexto 
democrático, donde se hace necesario determinar qué políticas 
están implementando los militares, si esta implementación es 
debidamente monitoreada por los civiles, y si efectivamente las 
autoridades civiles poseen la potestad sancionadora sobre los 
militares, lo que implica que puedan revisar sus decisiones en 
cualquier momento24.

En las condiciones actuales, la suma de estas medidas y de-
safíos pueden grafi carse o alcanzarse mediante arreglos institu-
cionales, particularmente a través de los ministerios de defensa.

Los ministerios de Defensa y las relaciones cívico-militares

En la actualidad, los ministerios de Defensa (MD) ejercen un 
rol clave en las RCM, considerando tanto su función de control 
como de espacio de relacionamiento cotidiano entre personal 
civil y de las FF.AA. En un contexto democrático, el MD puede 
ser un importante nexo civil-militar para las conversaciones, 
negociaciones, y consultas sobre un amplio número de materias 
como el presupuesto, adquisición de armas, estrategia militar y 
promociones25.

Bruneau sostiene que “un MD es el mecanismo usualmente 
elegido para coordinar la legitimidad democrática de los funcio-
narios civiles electos con la experiencia profesional en confl ictos 
armados de los militares. Algunos de los problemas más impor-
tantes en las relaciones civiles-militares en la era contemporánea 
de consolidación democrática se resuelven en la forma y funcio-
nes de un MD”26. En este sentido, el autor propone que los MD 
han sido creados con cuatro propósitos básicos: 1) Estructurar las 

24 CROISSANT, KUEHN, CHAMBERS, WOLF, op. cit., p. 955.
25 WEEKS, Gregory. Is the mold being broken? Defense Ministries and Democ-

racy in Latin America.Journal of Political and Military Sociology, 31(1): 23-37, 
verano, 2003b, p. 24.

26 BRUNEAU, Thomas. Ministerios de defensa y relaciones civiles-militares en 
democracia. En: OLMEDA, José Antonio. Democracias frágiles: las relacio-
nes civiles-militares en el mundo iberoamericano. Valencia, Tirant lo Blanch, 
2005, p. 100.
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relaciones de poder entre los civiles democráticamente elegidos 
y las fuerzas armadas. 2) Clasifi car, o defi nir y distribuir, las res-
ponsabilidades entre civiles y ofi ciales militares. 3) Maximizar 
la efi cacia del empleo de las FF.AA. frente a un contexto de baja 
confl ictibilidad interestatal. 4) Maximización de la efi ciencia en 
el uso de recursos –fondos, personal y equipo– en estas funcio-
nes y misiones diferentes y cambiantes27.

Para la consecución de estos propósitos, el control político 
del MD debe ser duradero en dos dimensiones. Por un lado, 
los gobiernos necesitan una relación estructurada que induzca 
estabilidad y apoyo entre los funcionarios políticos y militares, 
para lo cual es necesario contar con personal capacitado, donde 
las organizaciones civiles controlen el diseño, asesoría y gestión 
de las políticas de defensa, además de la supervisión sobre las 
operaciones militares; por otro, este control debe ser institucio-
nalizado, los gobiernos necesitan una relación estructurada entre 
civiles y militares que induzca estabilidad, donde los civiles ejer-
zan una supervisión sobre las operaciones militares28.

Siguiendo esta lógica, hay que considerar que no se trata 
simplemente de una dominación sobre los militares sino de es-
tablecer diseños organizativos que establezcan vías de comuni-
cación con las FF.AA., a objeto de generar políticas de defensa 
integrales, no sectoriales, y evitar la superposición de agendas. 
Para esto, también es necesario contar con una masa crítica de 
personal civil capacitado en las instituciones de defensa29. En 
efecto, Barrachina y Rial30 también ponen el acento en el rol que 
debiesen desempeñar los civiles en los MD, ya que para garan-
tizar el control sobre la administración militar es preciso contar 
con civiles permanentemente en el sector, entendiendo el sector 
defensa como una política pública, por lo cual también se requie-

27 Ibid.
28 PACHECO, Guillermo. Las relaciones político-militares en democracia: los 

ministerios de defensa. Security and defense studies review, 10:47-57, prima-
vera-verano, 2010, p. 47.

29 Ibid, pp. 52-53.
30 BARRACHINA, Carlos y RIAL, Juan. Los Ministerios de Defensa en América 

Latina y las consecuencias de la multidimensional de las amenazas. América 
Latina Hoy (42): 131-159, noviembre, 2006.



Relaciones cívico-militares

29

re a profesionales de distintas áreas para desarrollar una gestión 
efi ciente.

Otro aspecto central de los MD es que estos debiesen tener 
la capacidad de desarrollar una planifi cación estratégica dentro 
de la misma institución, lo cual es crucial para el ordenamiento 
de las misiones y tareas, además de reforzar la conducción ci-
vil31. En cuanto a la región, como se advierte en el Reporte del 
Sector Seguridad en América Latina y el Caribe, elaborado por la 
Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales, en la mayoría de 
los países se aprecia que existen áreas o departamentos de plani-
fi cación estratégica, lo cual permitiría pensar que están presentes 
algunas capacidades institucionales para proyectar tareas en el 
mediano y largo plazo de la política de la Defensa, sin embargo, 
en muchas ocasiones se trata de espacios institucionales de baja 
jerarquía dentro del Ministerio, o funciones que son desarrolla-
das por los propios militares sin una clara participación de la 
autoridad civil32.

Para algunos autores, este défi cit podría explicarse por la 
falta de nombramientos de civiles a la cabeza de los ministerios 
de Defensa en América Latina, sin embargo, también existen 
ejemplos en la región donde ocurre precisamente lo contrario y 
se ha podido avanzar en procesos de control civil, reforma y mo-
dernización exitosos33. De acuerdo a esta línea argumentativa, 
“una mayor proporción de civiles, ocupando puestos claves en el 
Ministerio de Defensa en España, durante el período de reforma, 
fue vital para establecer la supremacía civil (…) [Adicionalmen-
te] es importante que el MD asuma los asuntos claves relaciona-
dos con las competencias de la defensa y no relegar estos a los 
comandantes militares. Esto incluye la responsabilidad principal 
para la organización de las fuerzas de defensa y la preparación 
de los objetivos de la defensa, planes, estrategias, e incluso 
doctrinas”34.

31 FLACSO. Reporte del Sector Seguridad en América Latina y el Caribe. Santia-
go de Chile, FLACSO-Chile, 2007, p. 27.

32 Ibid., p. 28.
33 WEEKS, 2003b, op. cit. PACHECO, op. cit.
34 Ibid., p. 53.



Gonzalo Álvarez Fuentes

30

Bajo esta lógica, y para nuestro caso en particular, la pro-
puesta desarrollada por Peter Feaver35 resulta sustancial. Para el 
autor, lo relevante en las condiciones actuales se encuentra en la 
delegación de poder otorgada a los militares, la cual requiere de 
medidas de monitoreo y control. En este sentido, el MD se trans-
forma en la instancia propicia para llevar a cabo dichas medidas.

Tomando como referencia la teoría del agente y el principal 
proveniente de las corrientes neoinstitucionalistas, Feaver señala 
que la delegación de poder otorgada al agente (FF.AA.) por parte 
del principal (autoridad civil), requiere de medidas de monito-
reo. Esto considerando que la experticia militar en asuntos estra-
tégicos les confi ere importantes ventajas sobre los civiles. Adicio-
nalmente, las FF.AA. manejan información secreta y clasifi cada, 
mientras que los civiles no cuentan con dicha información.

Considerando este escenario, es pertinente tener en cuenta 
qué se delegará en el agente y qué riesgos conlleva esto, en el 
sentido de que se puede aumentar la autonomía militar y dismi-
nuir la capacidad de control que poseen o han alcanzado las au-
toridades civiles. Para evitar lo anterior, es necesario establecer 
medidas de monitoreo. Feaver36 enumera las siguientes:

1) Establecimiento de incentivos. La no interferencia de los 
civiles en los asuntos de índole militar (autonomía organizativa 
y administración de su propia fuerza) es el incentivo principal 
para mantener una adecuada RCM.

2) Establecimiento de mecanismos de supervisión y presen-
tación de informes. A objeto de verifi car si las FF.AA. están cum-
pliendo con las directivas políticas dentro del marco normativo 
establecido, se propone la realización constante de auditorías y 
entrega de informes de cumplimiento. Además, se considera un 
segundo nivel de supervisión a través del control de terceros a 
los cuales afecten los planes que las FF.AA. ejecutan.

3) Establecimiento de frenos y contrapesos. Este mecanismo 
consiste en que los altos funcionarios del MD deberían estar so-
metidos a un proceso de ratifi cación en el Congreso. Además, se 
debe considerar la participación de personal civil en las comisio-
nes parlamentarias.

35 FEAVER, op. cit.
36 Ibid.
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En defi nitiva, la estructura del MD es fundamental para me-
dir la capacidad sancionadora de los civiles sobre los militares, 
determinar cómo (y quiénes) elaboran las políticas del sector, 
evaluar la funcionalidad de sus divisiones y observar si el con-
junto de sus procesos se ajustan a un contexto democrático.

Ahora bien, no obstante que en Chile se ha avanzado de ma-
nera considerable en las RCM, alcanzando importantes grados 
de supremacía civil –cuestión manifestada fehacientemente en 
la dirección y composición del MD–, aún subsisten problemas, 
inclusive, con la nueva orgánica ministerial. En este sentido, se 
hace necesario entender qué elementos, más allá del control civil, 
han determinado la persistencia de algunas defi ciencias institu-
cionales.
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CAPÍTULO II
RELACIONES CÍVICO-MILITARES EN 

CHILE, REFORMAS CONSTITUCIONALES 
Y MODERNIZACIÓN DEL MINISTERIO 

DE DEFENSA

La reinstauración de la democracia en Chile, a inicios de los 
90, supuso importantes desafíos para el sector defensa. Por un 
lado, se enfrentaba un escenario complejo y tenso en cuanto a la 
normalización de las relaciones cívico-militares. Los gobiernos 
democráticos debieron llevar a cabo políticas que atendieran a 
mejorar dicha relación.

En segundo lugar, el panorama nacional e internacional ha-
bía cambiado, y por lo tanto se necesitaba de una serie de medi-
das que apuntalaran a la modernización y adaptación del sector 
defensa a dicho contexto.

De las tensiones de los primeros años de la transición se 
pasó a un nuevo estadio de las relaciones cívico-militares, al-
canzando una de sus máximas expresiones en 2005, fecha en 
que se puso fi n a los principales “enclaves autoritarios” que se 
mantenían vigentes en la Constitución y que incluían una serie 
de prerrogativas militares. Paralelamente, se fue generando un 
ambiente propicio para la modernización del sector defensa que 
incluyó una reforma organizativa del MD, la cual debía estable-
cer un adecuado control civil sobre los militares. Si bien estas 
reformas institucionales han superado varios défi cits, aún per-
duran numerosos puntos pendientes que no dan cuenta de una 
total supremacía civil, sino que, por el contrario, otorgan niveles 
importantes de autonomía militar, además de un bajo control 
gubernamental y organizativo en aspectos claves para el Estado 
y su seguridad.

Las reformas a la Constitución en 2005 y la institucionalización 
de la supremacía civil

Previo a las reformas de 2005 existían importantes garantías 
constitucionales para la injerencia de las FF.AA. en las políticas 
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generales del Estado. Una de estas “garantías” consistía en el rol 
asignado a las FF.AA. y Carabineros como garantes del orden 
institucional de la República. Esto incluía diversas formas de 
asegurar dicho orden a través del Consejo de Seguridad Nacio-
nal37; de la existencia de senadores vitalicios y designados38 que 
incluían la presencia en el Congreso de ex uniformados; además 
de la injerencia militar en las designaciones del Tribunal Consti-
tucional. Adicionalmente, la Constitución impedía la remoción 
de los comandantes en jefe de las FF.AA. por parte del Presiden-
te de la República.

Con las reformas constitucionales de 2005 fueron eliminados 
todos los privilegios militares mencionados anteriormente. Este 
fue un largo proceso que se retrotrae a los inicios del cambio de 
régimen y que culminaría tras 15 años de presencia militar en 
la vida política democrática, lo cual confi guraría el escenario 
actual, explicando en parte, la mantención de áreas con bajo con-
trol civil.

El proceso político desarrollado en Chile desde inicios de 
1990 hasta 2005 estuvo marcado por varios factores que impi-
dieron avanzar de forma más acelerada en la eliminación de las 
prerrogativas militares. Por un lado, existía una alta cohesión en-
tre las elites militares y los partidos políticos de derecha, quienes 
respaldaban la presencia de las FF.AA. en la política nacional. 
Por otro, la gobernante coalición de centro izquierda –Concer-
tación–, si bien desde los inicios de su mandato propendió a 
reducir la injerencia militar y aumentar el control civil, aún man-
tenía cierto temor a una regresión autoritaria, lo cual impidió 

37 Compuesto por 4 integrantes de las FF.AA. y Carabineros, y 4 integrantes 
civiles. Su objetivo era hacer presente al Presidente de la República, al Con-
greso Nacional o al Tribunal Constitucional su opinión frente a un hecho que 
atente gravemente en contra de la institucionalidad o la seguridad nacional. 
Podía ser convocado por el Presidente de la República o por dos de sus 
miembros. Para tomar resoluciones se debía contar con la aprobación de la 
mayoría absoluta de sus integrantes. Adicionalmente, le correspondía desig-
nar 4 senadores.

38 Los senadores vitalicios correspondían a los ex presidentes de la República 
que hubieran ostentado el cargo por más de 6 años, lo cual aseguraba un 
puesto en el Congreso a Augusto Pinochet. Los senadores designados corres-
pondían a 4 ex comandantes en jefe de las FF.AA. y de Carabineros designa-
dos por el Consejo de Seguridad Nacional.
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aplicar reformas más radicales que limitaran la autonomía de las 
FF.AA.39.

No obstante, de manera gradual se fueron abriendo opor-
tunidades para ir generando transformaciones en el sector en 
atención a la supremacía civil. Uno de los cambios principales se 
produjo en los sectores de derecha, quienes por razones de alte-
ración en la percepción del contexto político, defi niciones ideo-
lógicas o variación estratégica, modifi caron su comportamiento 
en relación a temas sustantivos como los derechos humanos y la 
subordinación de los militares al poder político40. En la medida 
en que se incrementaba su posibilidad de llegar al gobierno, el 
discurso tendió a moderarse y a manifestar un acuerdo con as-
pectos sustantivos del proceso democrático. De esta manera se 
fue allanando el terreno para un acuerdo entre gobierno y oposi-
ción que concluyó con la aprobación de las reformas constitucio-
nales en 2005, eliminando las principales prerrogativas militares 
presentes hasta ese momento en la Constitución41.

Otro de los cambios advertidos se produjo a nivel de rela-
ciones entre la coalición de centro izquierda gobernante y los 
militares, donde se pasó de un estadio de confrontación (princi-
palmente durante el primer gobierno de la Concertación), lue-
go se avanzó a una etapa de apaciguamiento o acomodo, para 
posteriormente llegar a un estado de catarsis42. En la primera 
etapa, de confrontación, no se generaron avances institucionales 
que signifi caran un mayor control civil, sin embargo, fue posible 
establecer canales informales de articulación entre civiles y mili-
tares, además de propender a una mayor estrechez de lazos con 
las FF.AA. a partir de la vinculación de la política de defensa con 

39 FUENTES, Claudio. La pausada des-pinochetización de las Fuerzas Armadas 
en Chile. En: AGÜERO, Felipe y FUENTES, Claudio. Infl uencias y resisten-
cias: militares y poder en América Latina. Santiago de Chile, FLACSO-Chile, 
Catalonia, 2009, pp. 265-300.

40 Ibid.
 FUENTES, 2006, op. cit.
41 AGÜERO, Felipe y FUENTES, Claudio. Infl uencias y resistencias: militares y 

poder en América Latina. Santiago de Chile, FLACSO-Chile, Catalonia, 2009.
42 AGÜERO, Felipe. Democratización y militares: breve balance de diecisiete 

años desde la transición. En: ALCÁNTARA, Manuel y RUIZ, Leticia. Chile: 
Política y modernización democrática. Barcelona, Ediciones Bellaterra, 2006, 
pp. 313-335.
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la política exterior de reinserción internacional llevada a cabo por 
el país. La segunda etapa, apaciguamiento, se confi guró durante 
el segundo gobierno de la Concertación, el cual impulsó una po-
lítica general de modernización del Estado que también tocó al 
sector defensa; esto implicó hacer explícita la política de defensa 
en función de los intereses nacionales y del nuevo contexto mun-
dial emergente, donde a las FF.AA. les correspondería cautelar la 
integri dad territo rial y la independencia de la nación43 44, lo cual 
sería posible gracias al diseño de una nueva estrategia de consen-
so entre civiles y militares, manifestada, por ejemplo, mediante la 
elaboración del primer libro blanco de la defensa de Chile45. La 
tercera etapa, catarsis, se produjo luego del regreso de Pinochet 
de su detención en Londres, en que se profundizó la preocupa-
ción por los derechos humanos y se continuó con el proceso de 
modernización impulsado por el gobierno anterior, estableciendo 
un eje centrado en la creciente profesionalización de las FF.AA.46.

Este largo proceso signifi có que a la hora de llevar a cabo las 
reformas a la Constitución en 2005, las FF.AA. aceptaran los resul-
tados de la negociación sin establecer contrapesos47. La explica-
ción se encuentra en un proceso político, donde los actores de de-
recha gradualmente se separaron de sus vínculos con el régimen 
militar y quitaron su respaldo a las FF.AA. como partícipes de la 
política nacional, lo cual contribuyó a establecer un consenso con 
la coalición gobernante para establecer las mencionadas reformas. 
Las elites políticas lograron un acuerdo, plasmando formalmente 
el rol que les cabía a los militares en un contexto democrático.

43 PÉREZ Yoma, Edmundo. Clase Magistral en ANEPE. Fuerzas Armadas y So-
ciedad, 9(2), abril-junio, 1994.

44 Durante esta etapa los cambios en el sector defensa se enfocaron principal-
mente al nuevo contexto mundial, caracterizado por la disminución de las 
amenazas interestatales y por una creciente construcción de confi anza en el 
ámbito regional. Producto de esto, Chile estableció una serie de Medidas de 
Confi anza, principalmente con Argentina, y generó nuevas reglamentaciones 
para la participación de las FF.AA. en operaciones de paz.

45 GARCÍA, Gonzalo y MONTES, Esteban. Modernización de la Defensa en 
Chile, 2006-2010. UNICSCI Discussion Papers N° 21, 2009.

46 AGÜERO, 2006, op. cit.
47 ROBLEDO, Marcos. Democratic Consolidation in Chilean Civil-Military Re-

lations, 1990–2005. En: BRUNEAU, Thomas y TRINKUNAS, Harold. Global 
Politics of Defense Reform. New York, PalgraveMacMillan, 2008, pp. 95-116.
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En cuanto a las FF.AA. estas aceptaron las reformas sin 
mayor oposición, concentrándose en sus funciones clásicas de 
resguardo de la defensa nacional, además de adecuarse a un 
nuevo escenario internacional mediante una activa participación 
en operaciones de paz y como protagonistas de las Medidas de 
Confi anza establecidas con diversos países. Además, los proce-
sos de modernización llevados a cabo, como la elaboración de 
nuevas defi niciones a través de los libros de la defensa, la profe-
sionalización de la carrera militar, la renovación de armamento, 
entre otros, contribuyeron a un paulatino alejamiento de las 
FF.AA. de cuestiones políticas y un acercamiento a las funciones 
militares propiamente tales.

Pese a estos avances, el caso chileno sigue presentando algu-
nas problemáticas en la RCM. Se estableció una subordinación a 
nivel político formal, sin mediar una transformación institucional 
general, que considere elementos centrales para una democracia 
moderna como rendición de cuentas, transparencia y control.

El nuevo Estatuto Orgánico del Ministerio de Defensa Nacional

La promulgación de la Ley 20.424, a inicios de 2010, sobre 
el nuevo Estatuto Orgánico del Ministerio de Defensa Nacional, 
vendría a institucionalizar el proceso de modernización del sec-
tor defensa, llevado a cabo desde mediados de los 90, superando 
varios défi cits administrativos que aun prevalecían. Más aún, la 
reforma al Ministerio de Defensa representa un hecho de trascen-
dencia, si consideramos que la organización básica de la cartera 
databa de la primera mitad del siglo XX.

El nuevo marco institucional

El nuevo Estatuto “consiste en dotar al Estado de una legis-
lación moderna y efectiva para la organización y funcionamien-
to del Ministerio de Defensa Nacional y del sector defensa en 
general”48. Para esto, se concentra en cuatro ejes: 1) Reforzar la 
conducción política-civil del sector, 2) Reorganizar y racionalizar 

48 BIBLIOTECA DEL CONGRESO NACIONAL. Historia de la Ley Nº 20.424 
Estatuto orgánico del Ministerio de Defensa Nacional. 2010, p. 28.
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diversos procesos administrativos; 3) Creación del Estado Mayor 
Conjunto y; 4) Planta civil y fi scalización del sector.

En cuanto al primer eje, la nueva ley ha reforzado la conduc-
ción política-civil del sector en términos generales. Se ha fortale-
cido la fi gura del Presidente en cuanto a sus atribuciones como la 
máxima autoridad del país responsable de la seguridad externa. 
Al mismo tiempo, el Ministerio de Defensa aumenta su capaci-
dad de planifi cación y control en lo que respecta a la elaboración 
de la política de defensa, necesidades presupuestarias, adminis-
tración y fi scalización de las actividades primarias y secundarias 
de la defensa nacional y la política militar. El Estatuto eliminó el 
Consejo Superior de la Defensa Nacional (CONSUDENA) y el 
Consejo superior de la Seguridad Nacional (CONSUSENA), que 
tenían un rol importante en la elaboración de la política general 
de defensa, mientras que la Junta de Comandantes en Jefe (JCCJ) 
pasó a tener un carácter consultivo.

Por otra parte, el segundo eje: reorganización y racionaliza-
ción administrativa, se concentra principalmente en la reducción 
de las Subsecretarías a dos (Subsecretaría de Defensa y Subsecre-
taría para las FF.AA.), en lugar de las tres que existían anterior-
mente. La nueva Subsecretaría de Defensa concentra su ámbito 
de acción en las áreas de planifi cación política y estratégica, eva-
luación de proyectos, relaciones internacionales y de desarrollo 
tecnológico e industria. Mientras que la Subsecretaría para las 
FF.AA. vela por los procesos administrativos, jurídicos, de presu-
puesto, auditoría y fi nanzas, concernientes al sector.

El tercer eje se refi ere a la creación del Estado Mayor Con-
junto (EMCO) en lugar del otrora Estado Mayor de la Defensa, 
poniendo énfasis en la conducción conjunta de las FF.AA. El 
EMCO posee una serie de atribuciones de asesoría y planifi ca-
ción en cuanto a disposición de la fuerza, doctrina, adquisición e 
inversión, y en general en todo lo relativo a la conducción de la 
actividad militar.

El cuarto eje, planta civil y fi scalización, deja sentadas las 
bases para una nueva reglamentación sobre la planta civil que 
compone el Ministerio de Defensa, estableciendo, en líneas 
generales, la normativa que corresponde a las demás reparti-
ciones públicas del Estado. En lo que respecta a fi scalización, el 
MD será responsable de supervisar la inversión de los recursos 
asignados a los organismos, servicios e instituciones del sector 
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defensa, incluyendo que las metodologías de evaluación de los 
estudios y proyectos de inversión institucionales o conjuntos, 
se fi jarán mediante decreto supremo del MD y por el Ministro 
de Hacienda49. Las empresas estratégicas serán evaluadas por el 
MD, mientras que los actos y resoluciones presupuestarios de la 
defensa nacional serán secretos o reservados en todo lo relativo 
a: Planes de empleo de las Fuerzas Armadas; Estándares en los 
que operan las FF.AA.; Especifi caciones técnicas y cantidades de 
equipamiento bélico y material de guerra; Estudios y proyectos 
de inversión institucionales o conjuntos, referidos al desarrollo 
de capacidades estratégicas. Además, los gastos institucionales y 
conjuntos de las FF.AA. para los efectos de la Ley Nº 19.974 –so-
bre el sistema de inteligencia del Estado– serán secretos, a pesar 
de que el registro de proveedores será de carácter público50. En 
cuanto al rol del Congreso en el ámbito de la fi scalización, cono-
cerá en sesiones secretas los informes del MD sobre la planifi ca-
ción de desarrollo de la fuerza, planifi cación fi nanciera y avances 
de su ejecución; además de los proyectos de adquisición e inver-
sión en sistemas de armas y todo aquello que revista el carácter 
de secreto o reservado51.

El sistema de planifi cación de la Defensa y el nuevo Estatuto

De acuerdo al Libro de la Defensa Nacional de Chile 2010: 
“la planifi cación es un proceso metódico y continuo que preten-

49 LEY N° 20.424. Estatuto Orgánico del Ministerio de Defensa Nacional. Diario 
Ofi cial de la República de Chile. Santiago, 4 de febrero de 2010.

50 “Los registros de proveedores de los organismos e instituciones del sector 
serán públicos. Dichos registros deberán hallarse permanentemente actua-
lizados, indicando aquellos hechos esenciales que atañen a la naturaleza 
y estructura de las personas jurídicas ahí señaladas, e identifi cando a las 
personas naturales que ejerzan las funciones de su representación en Chile. 
No podrá admitirse a tramitación ninguna gestión con proveedores que no 
cumplan con dichas exigencias. Un reglamento especial, aprobado por decre-
to supremo emitido por intermedio del Ministerio de Defensa Nacional y fi r-
mado, además, por el Ministro de Hacienda, fi jará las normas reglamentarias 
de detalle para la plena aplicación de este inciso, considerando un régimen 
de inhabilidades, implicancias y recusaciones para la plena aplicación de las 
mismas”. LEY Nº 20.424, op. cit. 

51 Ibid.
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de obtener la mejor solución a un problema determinado. En el 
ámbito de la defensa, este proceso permite adoptar resoluciones 
referidas a la seguridad y defensa del país, incluyendo tanto el 
desarrollo como el empleo de la fuerza. Este proceso se plasma 
en documentos que reciben la denominación de ‘planes’, los 
cuales se conciben como previsiones para ordenar, coordinar y 
orientar a diferentes actores u organismos a fi n de lograr un cier-
to propósito u objetivo”52.

La planifi cación de la defensa nacional se organiza en tres 
ámbitos que constituyen el proceso de planifi cación:

Ámbito político, donde “se analiza la situación de seguridad 
exterior del país, considerando todos los factores que inciden en 
ella, bajo la dirección del Ministerio de Defensa y con la cola-
boración de distintos sectores de la administración del Estado. 
Teniendo en cuenta este análisis, se proponen soluciones para 
enfrentar los posibles riesgos y amenazas que se hubiere esta-
blecido. A partir de la resolución presidencial para enfrentarlos 
se desencadena la planifi cación de defensa propiamente tal 
destinada a preparar el país y sus medios de defensa para tales 
eventualidades”53.

Ámbito militar conjunto, donde se elaboran los planes estra-
tégicos y los planes de desarrollo y preparación de la fuerza54.

El tercer ámbito corresponde específi camente al empleo de 
la fuerza y se refi ere a la planifi cación operacional55.

Considerando estas defi niciones, el nuevo Estatuto toca ele-
mentos centrales relativos a los distintos niveles del sistema de 
planifi cación de la defensa. Por una parte, la Ley 20.424 viene a 
superar varias defi ciencias de la antigua institucionalidad, esta-
bleciendo nuevas funciones y defi niciones orgánicas. Mientras 
que, por otra, plantea nuevos desafíos y aspectos que debiesen 
ser mejorados, a fi n de establecer una adecuada gobernabilidad 
del sector, que considere la dimensión civil-militar, el uso efi -
ciente de los recursos, niveles de transparencia y en general la 

52 MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL DE CHILE. Libro de la Defensa Na-
cional de Chile 2010, Santiago de Chile, 2010. p. 126.

53 Ibid.
54 Ibid.
55 Ibid.
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adecuación de la defensa a los desafíos del contexto democrático 
actual.

En el ámbito político, la anterior institucionalidad poseía una 
“relativa inorganicidad” en su estructura, lo cual se explicaba 
porque esta se fue confi gurando por partes, mediante leyes 
dictadas en distintos tiempos, respondiendo a necesidades con-
tingentes, más que a un criterio de racionalidad para el sector, 
en términos prácticos, esto implicaba la inexistencia de una es-
tructura orgánica en el MD, donde además el conductor político-
estratégico presentaba una dualidad de funciones –conducción y 
planifi cación primaria–56.

Sin embargo, con la nueva Ley 20.424 se supera esta “inor-
ganicidad”, otorgándole a la Subsecretaría de Defensa la respon-
sabilidad de la planifi cación primaria. Además, la Subsecretaría 
se nutre de la experiencia del Departamento de Planifi cación 
Primaria del antiguo EMDN y de otras áreas del antiguo ministe-
rio57. En este sentido, el nuevo Estatuto pone énfasis en que el ni-
vel político debe conducir todas las actividades del Estado, y que 
además debe existir una coordinación con la política exterior58. 
En efecto, la creación de la nueva División de Planes y Política 
de la Subsecretaría de Defensa:

“…obedeció al objetivo perseguido por las autoridades de 
fortalecer las capacidades de conducción de la defensa por parte 
del Gobierno, facilitando la vinculación, para los propósitos de 
la defensa, entre los organismos y componentes de los diversos 
niveles en que ésta se organiza, y entre los diversos sectores de la 
administración del Estado. Estas dos ideas –la vinculación entre 
organismos de distintos niveles de la conducción y la vincula-
ción entre distintos sectores de la administración del Estado–, 
son fundamentales para una exitosa conducción de la defensa, 
tanto desde el punto de vista del logro de un desarrollo de los 
medios de las Fuerzas Armadas acorde con las reales necesida-

56 LE DANTEC, Francisco. Visión y pensamiento estratégico nacional: una pro-
posición de lineamientos básicos de planifi cación, Santiago de Chile, Acade-
mia Nacional de Estudios Políticos y Estratégicos, 2009.

57 GÓMEZ, Ernesto. La subsecretaría de defensa, pieza fundamental en la nue-
va visión de la defensa nacional. Revista de Marina, 128 (921): 113-121, marzo – 
abril, 2011, p. 116.

58 LE DANTEC, op. cit.
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des estratégicas del país y con los recursos y tecnologías dispo-
nibles, como desde la perspectiva del empleo de la fuerza militar 
del Estado para lograr los distintos objetivos que las autoridades 
defi nan, mediante la disuasión y la cooperación, y en caso de 
confl icto armado, mediante el combate (…) La Subsecretaría de 
Defensa, situada donde se encuentra la política con la estrategia, 
fue concebida para satisfacer la necesidad de fortalecimiento de 
la capacidad de conducción por parte del Gobierno, y para ello 
se la dotó con la División de Planes y Políticas, cuya principal 
razón de ser es la de permitirle llevar a cabo esa tarea en todo lo 
relativo a la formulación de políticas públicas y planes para el 
conjunto del sector, orientando efi cazmente los procesos de desa-
rrollo y de empleo de la Fuerza, y asegurando que sean coheren-
tes entre sí y con el resto de las políticas públicas que impulsa el 
Estado”59.

A su vez, con la nueva ley, la JCCJ adopta una función con-
sultora dispuesta para el Ministerio de Defensa, en materias 
relacionadas a las Fuerzas Armadas, el desarrollo y empleo de 
los medios militares. Vale decir, se le restan atribuciones signi-
fi cativas respecto al ordenamiento que imperaba previo a la Ley 
20.424. Ahora, es el Ministro el que solicita la opinión o asesoría 
de la JCCJ en materias diversas que van justamente desde la 
planifi cación primaria y secundaria de la defensa nacional y doc-
trina y reglamentación conjunta, hasta materias de carácter con-
junto y común sobre los cuales el Ministerio de Defensa requiera 
de su opinión.

En cuanto al ámbito militar conjunto, la Ley “viene a cubrir 
un vacío en la orientación política de la conducción y desarrollo 
de la fuerza, cuyas funciones básicas habían sido desarrolladas 
con anterioridad por el nivel estratégico o simplemente no eran 
ejecutadas”60. Antes del nuevo Estatuto, la defensa presentaba 
niveles difusos de conducción y planifi cación, llegándose en 

59 Subsecretaría de Defensa, División de Planes y Políticas.[Fecha de consulta: 
20 diciembre de 2012]. Disponible en: http://www.ssdefensa.cl/division_
planes_y_politica.html

60 GÓMEZ, op. cit. p. 113.
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algunos casos a considerar la ejecución de tareas propias de un 
nivel en otro61.

En el pasado, al no existir una ley orgánica y considerando 
que el MD poseía una organización formal orientada fundamen-
talmente a la administración y control burocrático cotidiano de 
las FF.AA. y no a la conducción de la defensa, los militares se 
convierten en actores relevantes y asumen, de facto y concep-
tualmente, una capacidad autonómica en su relación con la auto-
ridad civil que va más allá de las prerrogativas sectoriales62. No 
obstante, con el fortalecimiento de la fi gura de la máxima autori-
dad ministerial en la gestión de los procesos de gobierno y admi-
nistración del sector, se amplía el papel del ministro, se fortalece 
la institucionalidad conjunta –tanto en el ámbito de la asesoría y 
planifi cación estratégica como de las operaciones–, propendien-
do a una adecuada integración del mundo civil y militar en las 
tareas de la defensa63.

Un cambio signifi cativo de la nueva orgánica en este sentido 
dice relación con la creación del EMCO, “organismo de trabajo y 
asesoría permanente del Ministro de Defensa Nacional en mate-
rias que tengan relación con la preparación y empleo conjunto de 
las Fuerzas Armadas”64. Al EMCO le corresponden las siguientes 
funciones:
a) Servir de órgano de asesoría y trabajo en la conducción es-

tratégica para enfrentar las situaciones que puedan deman-
dar los estados de excepción constitucional y, en particular, 
los casos de guerra externa o crisis internacional que afecte a 
la seguridad exterior de la República.

b) Elaborar y mantener actualizada la planifi cación secundaria.
c) Proponer al Ministro el texto de los informes al Congreso 

Nacional sobre las políticas y planes de la defensa nacional, 
en aquellas materias que sean de su competencia. Le co-
rresponderá especialmente, y en coordinación con la Subse-
cretaría para las Fuerzas Armadas, proponer el texto de los 
informes al Congreso Nacional relativos a la planifi cación 

61 Ibid., p. 116.
62 POBLETE, op. cit. p. 43.
63 Ibid., p. 52.
64 LEY N° 20.424, op. cit.



Gonzalo Álvarez Fuentes

44

de desarrollo de la fuerza y sobre el estado de avance de su 
ejecución.

d) Asegurar la correspondencia, en materia de desarrollo y em-
pleo de la fuerza, entre la planifi cación secundaria y la plani-
fi cación institucional y operativa.

e) Proponer al Ministro la doctrina y reglamentación conjunta 
y asegurar que la documentación institucional respectiva co-
rresponda con aquellas.

f) Planifi car, preparar, disponer y apoyar el entrenamiento con-
junto de las Fuerzas Armadas.

g) Servir de órgano de asesoría y trabajo para la planifi cación y 
coordinación de las actividades de los medios chilenos que 
participen en misiones de paz.

h) Participar en la evaluación de los proyectos de adquisición e 
inversión de las Fuerzas Armadas.

i) Elaborar y proponer al Ministro los proyectos de adquisición 
e inversión conjuntos.

j) Proveer de inteligencia a la Subsecretaría de Defensa para 
efectos de la planifi cación primaria. Para todos los efectos 
de la Ley Nº 19.974, se entenderá que la Dirección de Inte-
ligencia de la Defensa, dependiente del Estado Mayor de la 
Defensa Nacional, mantendrá dicha condición y denomina-
ción en la estructura para el Estado Mayor Conjunto fi jada 
en esta ley65.

Como se observa, la creación del EMCO en reemplazo del 
antiguo Estado Mayor de la Defensa Nacional, posee una amplia 
injerencia en la elaboración de la planifi cación secundaria de la 
Defensa, así como también en la elaboración de programas atin-
gentes al desarrollo de la fuerza, operaciones de paz, adquisición 
e inversión, y participación mediante provisión de inteligencia 
para la planifi cación primaria.

Respecto del empleo de la fuerza, ante amenazas externas o 
crisis internacional, se sitúa la fi gura del Presidente de la Re-
pública como el encargado de las resoluciones y activación de 
las operaciones militares, para lo cual cuenta con la asesoría del 

65 Ibid.
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Ministro de Defensa, el EMCO y la JCCJ, situando a la autoridad 
civil a la cabeza de las decisiones.

Como plantea Poblete66, la nueva estructura ministerial se-
para los niveles de las funciones que realizaban cada uno de los 
organismos involucrados, estableciendo las responsabilidades 
del nivel político, político-estratégico y estratégico; además de 
establecer una estructura que satisface de mejor forma el proceso 
de planifi cación de la defensa.

No obstante se pueden evidenciar variados avances, sobre 
todo en cuanto a conducción política del MD, defi nición de 
nuevos roles y creación de nuevas instancias, que solucionaron 
variados aspectos que no se encontraban reglamentados; todavía 
subsisten numerosos ámbitos en el Ministerio de Defensa que la 
Ley no contempla, o bien que es preciso perfeccionar a fi n de ga-
rantizar una adecuada gobernabilidad del sector.

Insufi ciencias en el sistema de planifi cación

Para Marcos Robledo y Ángel Flisfi sch, la reforma ha sido 
incompleta, por lo que la institucionalidad continúa siendo pre-
caria. Esta afi rmación obedecería a dos razones. Primero, existen 
ámbitos de la gobernabilidad democrática de la defensa que aún 
deben ser perfeccionados institucionalmente (como la asignación 
de recursos); segundo, existen otros ámbitos en los cuales el lide-
razgo civil es mínimo, como el de la supervisión sobre la planifi -
cación estratégica67.

En este marco, los autores son enfáticos en señalar que un 
aspecto central es que las autoridades políticas estén o sean in-
formadas sobre el diseño estratégico generado por las fuerzas 
armadas, y que la planifi cación estratégica, incluyendo las reglas 
de enfrentamiento, sea consistente con los objetivos defi nidos 
por las políticas públicas, tarea que, en lo más relevante, normal-
mente corresponde a los ministerios de Defensa, pero también a 
las instituciones en las cuales se produce la interacción entre la 

66 POBLETE, op. cit.
67 FLISFISCH, Ángel y ROBLEDO, Marcos. Gobernabilidad democrática de la 

defensa en Chile: un índice para el período 1990-2010. Santiago de Chile, Edi-
ciones PNUD, 2012, p. 12.
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política y la estrategia –especialmente las instituciones responsa-
bles de las relaciones exteriores–, cuyas modalidades varían de 
acuerdo a la evolución democrática68.

Además, y pese al avance experimentado en las RCM, signa-
dos por la publicación de los libros de la defensa nacional 1997, 
2002, 2010, y la mayor injerencia civil en la supervisión de la pla-
nifi cación estratégica69, aún prevalecen défi cits en el sistema de 
planifi cación de la Defensa.

Esto se explicaría por un cambio en la lógica de la planifi ca-
ción estratégica, que ha pasado desde un procedimiento bottom-
up, hacia una lógica top-down. Este proceso se iniciaría en 2002 
con la aprobación de una Directiva presidencial para la compra 
de aviones F-16, y por sucesivas directrices emanadas desde el 
Ejecutivo, las cuales han signifi cado “por primera vez en la his-
toria contemporánea de Chile, una planifi cación estratégica cen-
tralizada, que comenzó a orientar el proceso de desarrollo y los 
procesos de planifi cación de las Fuerzas Armadas chilenas70 71.

Por otro lado, de acuerdo a Robledo y Flisfi sch, la promulga-
ción de la Ley 20.424 ha reformulado el sistema de planifi cación 
política y estratégica, estableciendo una clara distinción entre 
ambas y una nítida primacía de la primera sobre la segunda, que 
en defi nitiva ha generado un proceso de consolidación del con-
trol civil, sentándose las bases institucionales para avanzar en 
todas las áreas de la relación civil militar y de la defensa72.

A pesar de lo anterior, los autores sostienen que en el ámbito 
de la planifi cación, la principal defi ciencia del periodo observado 
es el bajo nivel de involucramiento de las autoridades políticas 
y expertos civiles en el ciclo de planifi cación estratégica, donde 
más allá de intervenciones puntuales, el Ministerio de Defensa 

68 Ibid., p. 26.
69 Ibid., p. 89.
70 Ibid., pp. 90-91.
71 “El punto de partida [de este proceso] fue la dictación –a solicitud del Go-

bierno– del dictamen 42.531 de la Contraloría General de la República (CGR). 
En lo esencial, el dictamen fl exibilizó la aplicación de la Ley 13.196 Reservada 
del Cobre, poniendo término de hecho a la asignación por tercios de los re-
cursos, y entregó la gestión de los excedentes al Ministerio de Defensa, lo que 
tendría consecuencias importantes para iniciar un proceso de transición de la 
planifi cación bottom-up hacia una dinámica top-down”. Ibid., p. 95.

72 Ibid., p. 109.
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no logró crear espacios sistemáticos de discusión y supervisión 
política sobre la estrategia militar, la cual continuó siendo un 
ámbito reservado casi exclusivamente a estos últimos: “Las de-
cisiones estratégicas fueron adoptadas por las autoridades polí-
ticas, pero éstas tuvieron poco espacio para infl uir en ella desde 
una perspectiva política, mientras que los asesores civiles fueron 
simplemente marginados en este ámbito durante este periodo”73.

Para el ex Comandante en Jefe del Ejército Óscar Izurieta, en 
ámbitos donde el liderazgo civil es mínimo, como el de la pla-
nifi cación estratégica, la causa principal de que la reforma estu-
viera incompleta no se debe a reticencias o resistencias militares, 
sino a insufi ciencias de la estructura institucional del Ministerio 
de Defensa74.

Indistintamente de las diferencias o diversas interpretacio-
nes que puedan existir respecto de por qué la Ley no contempla 
una mayor participación civil en el ámbito de la planifi cación del 
sector75, estos autores constatan que el nuevo Estatuto presenta 
insufi ciencias.

Como se ha sostenido, en atención a los cambios que ha ex-
perimentado el sector defensa en los últimos años, el proceso de 
planifi cación ha pasado paulatinamente desde una lógica bottom-
up, hacia una de tipo top-down. Esto vendría a ratifi carse con la 
promulgación del nuevo Estatuto del MD, que adicionalmente 
pone el acento en la conducción conjunta, impactando direc-
tamente en el proceso de planifi cación. No obstante el avance 
normativo y la institucionalización del nuevo proceso de planifi -
cación que supone la Ley 20.424, aún existen problemas de coor-
dinación, vacíos legales, superposición de funciones, y elementos 
no incorporados –relativos a nuevos desafíos del contexto inter-
nacional y défi cits internos de las RCM– que podrían impactar 
negativamente en la gobernabilidad del sector.

73 Ibid., pp. 120-121.
74 Ibid., pp. 139-140.
75 A fi n de determinar si los factores que han impedido una mayor injerencia 

civil en la planifi cación de la defensa obedecen a resistencias militares o défi -
cits institucionales, en el capítulo siguiente se describe el entramado institu-
cional del proceso de planifi cación, así como también el proceso de discusión 
de la Ley 20.424, que explicarían el porqué aún subsisten défi cits en el sector.
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Los défi cits de la nueva orgánica ministerial

Al analizar la Ley 20.424 y las normativas que la comple-
mentan, se advierten varios problemas que, a la luz de la teoría 
de las RCM en el contexto actual, no satisfacen en su totalidad 
el tipo de políticas de defensa que deberían regir bajo un marco 
democrático. Los défi cits aún existentes podrían generar proble-
mas en la transparencia, en la modernización efectiva del sector 
y confl ictos en la relación civil-militar que podrían afectar direc-
tamente la gobernabilidad de la defensa en Chile.

Las defi ciencias advertidas corresponden a: Falta de estruc-
tura y coordinación interagencial; falta de estructura y coordi-
nación en el sistema nacional de inteligencia; inexistencia de 
defi niciones sobre el planeamiento de la defensa ante escenarios 
de confl icto interno; falta de políticas y normativas relativas al 
balance entre personal civil y militar del MD; defi ciencias en el 
sistema de asignación y utilización efi ciente de recursos; falta de 
supervisión sobre la planifi cación estratégica; falta de transpa-
rencia debido al carácter de secreto o reservado de temas relati-
vos a planifi cación; falta de mecanismos e instancias que regulen 
la participación de otras agencias del Estado y de la sociedad 
civil.

Falta de estructura y coordinación interagencial. Dicha carencia 
se observa a nivel de planifi cación primaria de la defensa y en la 
ejecución de planes operacionales, a nivel de la Subsecretaría de 
Defensa y del EMCO.

La nueva Ley reviste a la Subsecretaría de Defensa con la 
capacidad de sugerir al Ministro de Defensa Nacional la plani-
fi cación primaria y su actualización. Es así como se observa una 
clara distinción entre la etapa política (Subsecretaría de Defensa) 
y la etapa estratégica (EMCO), situación que sufría de serias con-
fusiones bajo el organigrama antiguo del Ministerio.

También, en la antigua orgánica, el Estado Mayor de la 
Defensa Nacional ocupaba un papel importante en temas de 
planifi cación primaria y la planifi cación estratégica que se deri-
vaba de ella, sin embargo, esa función podía ser desplazada si el 
Presidente de la República convocaba al CONSUSENA, el cual, 
además de su función asesora, poseía la responsabilidad de ana-
lizar y proponer las medidas que apunten a coordinar la labor de 
los diversos ministerios para el mantenimiento de la integridad 
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territorial del país76. Adicionalmente, al Estado Mayor de la De-
fensa Nacional le correspondía coordinarse con el Ministerio del 
Interior en aquellas actividades que involucrasen a las fuerzas 
policiales para casos de catástrofes y asuntos que vulneren la se-
guridad interior del país

Hoy en cambio, es la Subsecretaría de Defensa a quien le co-
rresponde: a) sugerir la política de defensa nacional y la política 
militar, y encargarse de su actualización y explicitación periódi-
ca; b) efectuar el análisis político y estratégico para la elabora-
ción, actualización y proposición de la apreciación de los riesgos 
y amenazas para el país en el ámbito de su seguridad exterior; c) 
sugerir la planifi cación primaria de la defensa nacional y su ac-
tualización periódica, asegurando la correspondencia de la pla-
nifi cación secundaria con aquella; d) convocar y asegurar la par-
ticipación de los distintos sectores del Estado en los procesos de 
elaboración de las políticas y planes a cargo de la Subsecretaría, 
así como por la debida integración del Estado Mayor Conjunto 
y de las instituciones armadas en los mismos; y e) proponer el 
texto de los informes al Congreso Nacional sobre las políticas 
y planes de la defensa nacional, en aquellas materias que sean 
competencia de la Subsecretaría77.

No obstante esta nueva orgánica, con la eliminación del 
CONSUSENA se genera un vacío en la coordinación interagen-
cial, ya que no se contempla una instancia institucionalizada 
que integre a otras reparticiones públicas, como sí lo hacía el 
desaparecido organismo78. Es decir, la coordinación de las dis-
tintas acciones que se deriven de la política de defensa queda a 
discrecionalidad de la Subsecretaría de Defensa, sin existir una 

76 MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL DE CHILE, 2002, op. cit., p. 130.
77 Subsecretaría de Defensa, División de planes y políticas.[Fecha de consulta: 4 

enero 2013] Disponible en: http://www.ssdefensa.cl/division_planes_y_poli-
tica.html

78 Además del Presidente de la República, el CONSUSENA estaba integrado 
por las siguientes autoridades: Ministro del Interior, Ministro de Relaciones 
Exteriores, Ministro de Defensa Nacional, Ministro de Economía, Ministro de 
Hacienda, Comandante en Jefe del Ejército, Comandante en Jefe de la Arma-
da, Comandante en Jefe de la Fuerza Aérea, Director de Fronteras y Límites 
del Estado, Jefe del Estado Mayor de la Defensa Nacional. MINISTERIO DE 
DEFENSA NACIONAL DE CHILE. Libro de la Defensa Nacional de Chile 
2002, Santiago de Chile, 2002.
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instancia que vele por la coherencia que pueda tener con los de-
más objetivos del Estado.

En lo que respecta al EMCO, este fi gura con un gran control 
sobre los procesos de planifi cación secundaria, superando la su-
perposición de funciones que podía producirse entre el Estado 
Mayor de la Defensa y el CONSUSENA, lo cual representa un 
avance. Sin embargo, una Orden Ministerial (OM)79 posterior a 
la Ley 20.424, faculta al Jefe del Estado Mayor Conjunto (JEMCO) 
en funciones de asesoría y trabajo para enfrentar situaciones que 
puedan demandar los estados de excepción constitucional. A la 
vez, la misma OM establece una nueva fi gura orgánica, la Direc-
ción de Operaciones y Planes Estratégicos (DOPE), la cual: “Ela-
borará la planifi cación y ejecutará las acciones y tareas defi nidas 
por el JEMCO, respecto del empleo de las fuerzas en caso de cri-
sis internacional, confl icto armado, otras operaciones específi cas 
y situaciones de emergencias, catástrofes y/o desastres natura-
les, sean de carácter nacional o internacional”80.

Al no existir una instancia como el CONSUSENA o de simi-
lar naturaleza, queda a discreción del JEMCO las operaciones de 
naturaleza interna que puedan derivar de un estado de excep-
ción, sin mediar mecanismos de coordinación interagencial con 
otras reparticiones del Estado involucradas. Este aspecto tampo-
co es abordado por la recientemente creada DOPE.

Este aspecto es destacado por el Mayor Jaime Poblete, para 
quien “el proceso interagencial debe reunir las capacidades de 
organizaciones dispares en pos de objetivos de seguridad nacio-
nal; el éxito solo se puede lograr a través de la coordinación y 
cooperación interagencial estrecha, por lo que debería existir una 
organización de representantes permanentes de estas agencias, 
tanto en la Subsecretaría de Defensa como en el Estado Mayor 
Conjunto”81.

Falta de estructura y coordinación en el sistema nacional de in-
teligencia. En el artículo 25 de la Ley 20.424, se estableció que el 
EMCO será el encargado de “proveer de inteligencia a la Subse-

79 ORDEN MINISTERIAL N° 130, Santiago de Chile, Ministerio de Defensa Na-
cional de Chile, Estado Mayor Conjunto, 29 de diciembre de 2011. 

80 Ibid.
81 POBLETE, op. cit., p. 61.
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cretaría de Defensa para los efectos de la planifi cación primaria”. 
Por su parte, la Orden Ministerial 130 viene a complementar lo 
vagamente expuesto en la Ley 20.424, estableciendo en su artícu-
lo 13 que “la Dirección de Inteligencia de Defensa (DID), será la 
encargada de proveer de inteligencia a la Subsecretaría de Defen-
sa para efectos de la planifi cación primaria y de inteligencia es-
tratégica a los organismos de la defensa nacional. Además, será 
la encargada de dirigir y administrar el sistema de inteligencia 
militar conjunto. Sus actividades de inteligencia deberán ajus-
tarse a las disposiciones de la Ley 19.974. Los objetivos de inteli-
gencia militar serán fi jados por el Ministro de Defensa Nacional, 
a proposición del JEMCO, y su obtención será implementada a 
través de la DID”82.

Si bien la DID participa de la Comunidad de Inteligencia, 
en conjunto con la Agencia Nacional de Inteligencia (ANI), y las 
demás direcciones de inteligencia de las FF.AA. y de Orden; la 
convocatoria de esta instancia depende del Director de la ANI:

“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 5º 
de la ley Nº 18.575, existirá una instancia de coordinación técnica 
entre los organismos integrantes del Sistema, destinada a optimi-
zar, regular, revisar y evaluar el fl ujo e intercambio de informa-
ción e inteligencia y de facilitar la cooperación mutua.

Dicha instancia operará a través de un Comité de Inteli-
gencia, que estará integrado por los jefes de los organismos que 
componen el Sistema.

Las reuniones de dicho Comité se realizarán periódicamente 
y serán presididas por el Director de la Agencia Nacional de In-
teligencia, quien deberá convocarlo de acuerdo con lo dispuesto 
en la letra b) del artículo 12”83 (…) Al Director de la ANI le co-
rresponderá: “…b) Convocar al Comité de Inteligencia estableci-
do en el artículo 6º, presidir sus reuniones y solicitar la asistencia 
de los funcionarios de la Administración del Estado, según lo 
considere pertinente. En el caso de los funcionarios subalternos, 

82 ORDEN MINISTERIAL N° 130, op. cit.
83 LEY N° 19.974. Sobre el sistema de inteligencia del Estado y crea la Agencia 

Nacional de Inteligencia, Santiago, 27 de septiembre de 2004.
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la petición deberá efectuarse a través de la respectiva jefatura 
superior”84.

Si bien la institucionalidad se aproxima a una instancia de 
coordinación, el que su convocatoria esté sujeta a la disposición 
del Director de la ANI, implica que no necesariamente su trabajo 
se guíe por parámetros objetivos previamente establecidos, por 
lo que no obedece a una estructura de coordinación plenamente 
institucionalizada bajo parámetros o estándares técnicos, por 
ejemplo, relativos al análisis de determinadas amenazas. Como 
también, se puede dar el caso de que su funcionamiento esté 
condicionado por la coyuntura.

Inexistencia de defi niciones sobre el planeamiento de la defensa 
ante escenarios de confl icto interno (estados de excepción) y ante esce-
narios de “nuevas amenazas” a la seguridad. La Ley 20.424 no hace 
referencia a escenarios de confl icto interno, ni defi ne a nivel ope-
rativo el rol del sector defensa ante los estados de excepción y 
nuevas amenazas a la seguridad.

En este punto se observa cómo la nueva orgánica del Minis-
terio de Defensa Nacional debe convivir con disposiciones que 
lograron trascender los cambios estructurales que protagonizó el 
ministerio: Decreto Supremo N° 272 (del año 1985, el cual no ha 
sido derogado en plenitud) y la Ley 18.948 Orgánica Constitucio-
nal de las Fuerzas Armadas (del año 1990). El Decreto 272 mues-
tra uno de los cambios más signifi cativos respecto a la antigua y 
nueva orgánica del Ministerio de Defensa Nacional. El cambio se 
refi ere a la delegación de tareas en períodos de guerra. Al respec-
to, el Decreto 272 indica que “durante la Guerra, el Presidente 
de la República, en su calidad de Jefe Supremo de las Fuerzas 
Armadas, podrá asumir la conducción estratégica de ellas, o dis-
poner que ella sea ejercida por la Junta de Comandantes en Jefe, 
o de otra autoridad, en carácter de Comandante en Jefe de las 
Fuerzas Armadas”85.

Considerando lo dicho en este punto, el Decreto 272 tiene un 
tope con la nueva Ley 20.424, dado que esta le entrega al JEMCO 

84 Ibid.
85 DECRETO SUPREMO N° 272. Establece normas sobre constitución, misión, 

dependencia y funciones de las Fuerzas Armadas. Ministerio de Defensa Na-
cional, 26 de marzo, 1985.
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la responsabilidad de la conducción estratégica de las fuerzas del 
país. Tal y como indica la Ley 20.424, “en caso de guerra exterior, 
el Presidente de la República asumirá la jefatura suprema de las 
Fuerzas Armadas, en los términos y en la forma establecidos por 
la Constitución y las leyes. En ambas circunstancias, el Presiden-
te de la República ordenará el empleo de las fuerzas militares, 
entregando bajo el mando del Jefe del Estado Mayor Conjunto la 
conducción estratégica de los medios asignados”86.

También resulta problemático que el Estatuto Orgánico no 
entregue ninguna referencia sobre confl ictos internos y esta-
dos de excepción pero que, a su vez, la nueva Subsecretaría de 
Defensa declare públicamente su siguiente Misión: “Producir 
para el Ministerio de Defensa Nacional la política de defensa, la 
política militar, las relaciones internacionales de defensa, la eva-
luación de los proyectos de inversión en capacidades militares y 
el desarrollo tecnológico e industrial. Lo anterior, para asegurar 
a Chile un sistema de defensa acorde a la Estrategia Nacional 
de Seguridad y Defensa”87. Esto es particularmente complejo ya 
que la Estrategia Nacional de Seguridad y Defensa aún perma-
nece como proyecto sujeto a discusión en el Senado, pero fi gura 
en la misión de una de las organizaciones del Ministerio. Dicha 
estrategia, pese a no estar en vigencia, considera en varios de sus 
acápites la noción de seguridad ampliada, para la cual no existen 
defi niciones institucionales en la orgánica actual88.

Falta de políticas y normativas relativas al balance entre personal 
civil y militar en la Subsecretaría de Defensa. La Ley 20.424 solo se 
ajusta a las disposiciones generales de la administración del Es-
tado, sin considerar elementos centrales para las RCM como el 
balance entre civiles y militares.

Uno de los objetivos centrales de la nueva Ley corresponde 
a la primacía civil en la defi nición de las políticas de defensa. En 
este sentido a la Subsecretaría de la Defensa corresponde la ela-

86 LEY N° 20.424, op. cit.
87 Subsecretaría de Defensa. [Fecha de consulta: 4 enero 2013]. Disponible en: 

http://www.ssdefensa.cl/mision.html
88 Para un detalle, ver: CONSULTA de S. E. el Presidente de la República, Se-

bastián Piñera Echenique, al Honorable Senado de la República sobre la “Es-
trategia Nacional de Seguridad y Defensa” 2012-2024. Santiago, 28 de junio, 
2012. 
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boración de la planifi cación primaria, entre otras funciones que 
atañen a objetivos estratégicos para el sector. Si bien este objetivo 
se cumpliría con las disposiciones de transparencia y publicidad, 
por ejemplo, en la contratación del personal de la Subsecretaría; 
no se contemplan previsiones para el adecuado balance entre 
personal militar y civil que compone el organismo, por lo cual el 
organismo en determinado momento podría estar integrado por 
una mayor cantidad de militares (por ejemplo en retiro y califi ca-
dos) que tienen amplia experiencia en temas de defensa, que de 
civiles, lo cual iría en contra de uno de los objetivos centrales de 
la Ley.

Perfeccionamiento del sistema de asignación y utilización efi cien-
te de recursos. Cuando la Ley 20.424 derogó el CONSUDENA 
(Consejo Superior de la Defensa Nacional), la gestión de recur-
sos pasó a manos de la Subsecretaría de Defensa Nacional, sin 
embargo, los problemas de asignación y transparencia perduran, 
principalmente debido a la todavía existente Ley N° 13.196 Re-
servada del Cobre.

La cuestión sobre la asignación y utilización de recursos es 
un punto que se encuentra en deuda en el marco de la goberna-
bilidad del sector defensa bajo un marco democrático89. Flisfi sch 
y Robledo90 sostienen que en el caso chileno, la defensa se en-
cuentra en un proceso de mejoramiento de su gestión que, sin 
embargo, no ha estado sujeta a evaluaciones de su desempeño. 
En este aspecto, no existen instancias ni prácticas instituciona-
lizadas en la nueva orgánica ministerial que consideren la asig-
nación y evaluación de los recursos del sector. Las FF.AA. son 
quienes defi nen las compras de armamentos para sus distintos 
estamentos, sin que esto sea monitoreado por las autoridades ci-
viles en atención a las defi niciones político-estratégicas del país.

Supervisión sobre la planifi cación estratégica. La participación 
civil en procesos de supervisión sobre la planifi cación estratégica 
es limitada, lo cual da cuenta del carácter incompleto de la refor-

89 Este tema es ampliamente abordado por Flisfi sch y Robledo, en una de las 
investigaciones más recientes sobre la gobernabilidad democrática del sector 
defensa. Los autores consideran un ejercicio importante llegar a una correcta 
diferenciación entre efi cacia y efi ciencia para una idónea gestión de la defen-
sa. FLISFISCH y ROBLEDO, op. cit.

90 Ibid.
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ma que afectó al Ministerio de Defensa. La autoridad fi scalizado-
ra del Poder Legislativo o la Contraloría General de la República 
no son sufi cientes por sí solas, en cuanto los niveles de inclusión 
de la sociedad civil en el procesos de supervisión no siempre se 
satisface. Por lo demás, la supervisión que subyace del Poder Le-
gislativo también es limitada. Ejemplo de lo dicho es el carácter 
reservado que guardan las adquisiciones militares en el marco de 
la Ley Reservada del Cobre 13.196.

El gran défi cit, no obstante, es el que se encuentra a nivel de 
planifi cación estratégica, pues el involucramiento de autoridades 
políticas y civiles fue bajo en todo su ciclo. Como indican Roble-
do y Flisfi sch: “el Ministerio de Defensa no logró crear espacios 
sistemáticos de discusión y supervisión política sobre la estrate-
gia militar. La estrategia continuó siendo un ámbito reservado 
casi exclusivamente a los militares. Las decisiones estratégicas 
fueron adoptadas por las autoridades políticas, pero estas tu-
vieron poco espacio para infl uir en ella desde una perspectiva 
política, mientras que los asesores civiles fueron simplemente 
marginados en este ámbito durante este periodo”91.

Los poderes del Estado ajenos al Poder Ejecutivo no guardan 
un protagonismo declarado en torno a la supervisión de la pla-
nifi cación estratégica y la elaboración de la política de defensa, 
prevaleciendo la discrecionalidad de las autoridades de turno.

Discrecionalidad de la Subsecretaría para convocar la participa-
ción de los distintos sectores del Estado. En la Ley 20.424 se indica 
que la Subsecretaría de Defensa es la encargada de convocar y 
asegurar la participación de los distintos sectores del Estado en 
los procesos de elaboración de las políticas y planes a su cargo, 
así como la debida integración del EMCO y de las instituciones 
armadas.

Delegar discrecionalmente esta importante atribución termi-
na por generar la posibilidad de apartar de ciertas discusiones a 
sectores extragubernamentales, oposición política, etcétera. Lo 
anterior no es un punto menor, pues tanto las políticas de defen-
sa como de relaciones exteriores son políticas que, por defi nición, 
trascienden los gobiernos de turno. Por tanto, cualquier produc-
ción que se haga en el presente, debe manifestar también las in-

91 Ibid., p. 121.
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quietudes y propuestas de sectores que, potencialmente, podrían 
formar parte de una futura conducción política.

La elaboración de la Estrategia de Seguridad y Defensa es 
clara muestra de lo descrito. La Subsecretaría de Defensa fue la 
institución responsable de redactar dicho documento, y el invo-
lucramiento de instituciones no gubernamentales y de oposición 
fue nulo en todo su proceso de elaboración.

Carácter de secreto o reservado de temas relativos a planifi cación. 
A nivel de planifi cación estratégica, Robledo y Flisfi sch indican 
que una de las grandes defi ciencias del proceso es el “bajo nivel 
de involucramiento de las autoridades políticas y expertos civi-
les en el ciclo de planifi cación estratégica”92.

Lo descrito es un ejemplo del carácter reservado que sigue 
persistiendo en el sector defensa, donde incluso la Ley 20.285 
–de Acceso a la Información Pública– tiene limitaciones en su 
acción en caso de que, como indica su artículo 21, “cuando su 
publicidad, comunicación o conocimiento afecte la seguridad de 
la Nación, particularmente si se refi ere a la defensa nacional o la 
mantención del orden público o la seguridad pública”93.

Es así como la discrecionalidad –tanto para convocar a per-
sonas como para declarar que el conocimiento de una materia 
afecta a la seguridad del país– vuelve a ser unos de los grandes 
factores de controversia, pues no permiten una mayor inclusión 
profesional en el sector defensa.

92 Ibid.
93 LEY N° 20.285. Sobre Acceso a la Información Pública. Diario Ofi cial de la Re-

pública de Chile. Santiago, 20 de agosto de 2008. 
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CAPÍTULO III
EXPLICANDO LOS DÉFICITS

En esta sección se analizan los factores que explican por qué 
tras superadas las tensiones en las RCM de los primeros años de 
la transición democrática, la posterior consolidación de la supre-
macía civil con las reformas a la Constitución de 2005, y un gra-
dual proceso de modernización que culminaría con la promulga-
ción de una nueva orgánica ministerial, todavía existan défi cits 
en la estructura del MD que podrían generar problemas para la 
gobernabilidad del sector.

En primer lugar, se aborda la discusión parlamentaria que 
precedió a la promulgación de la Ley 20.424, a objeto de explicar 
cómo el rol jugado por los diversos actores generó la aprobación 
de un marco general del Estatuto, sin considerar elementos cen-
trales para las RCM y el funcionamiento adecuado de un MD 
bajo un contexto democrático, que fi nalmente devendría en los 
numerosos défi cits advertidos en el capítulo anterior.

En segundo lugar, se contrastan las perspectivas teóricas de 
las RCM con el proceso político acaecido en Chile, con el fi n de 
explicar tanto los défi cits organizacionales como los desafíos y 
elementos necesarios para el perfeccionamiento de la institucio-
nalidad del sector.

El debate en torno al nuevo Estatuto

El proyecto de modernización fue ingresado a la Cámara en 
2005, lo cual signifi có un intenso y largo debate hasta su aproba-
ción en 2009 y promulgación en febrero de 2010. Considerando 
el prolongado tiempo que tomó la sanción del Estatuto, podría 
esperarse una transformación sustantiva del sector, que superara 
los vacíos institucionales existentes y, además, propendiera a es-
tablecer mecanismos que limitaran la autonomía militar y consa-
graran el control civil en todos los niveles, considerando que las 
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reformas constitucionales de 2005 lo habían hecho en el más alto 
nivel de la política general del país.

El largo proceso de debate en torno a la nueva ley, signifi có 
que se trataran una diversidad de temáticas y se enfrentaran po-
siciones entre los legisladores, donde además existió la participa-
ción y debate de autoridades civiles, asesores del Ministerio de 
Defensa, expertos en la materia y una amplia participación de los 
altos mandos militares.

Dentro de la discusión parlamentaria existieron tres factores 
críticos que impidieron legislar entorno a aspectos específi cos de 
la reforma: preocupación por parte de las autoridades civiles de 
aprobar de forma general y rápida el proyecto, evitando concen-
trarse en aspectos que generaran tensión y lentitud; experticia 
militar durante la discusión; y una alianza implícita de determi-
nados sectores políticos y las FF.AA.

Aprobación de un marco general. En el periodo que el proyecto 
se debatió en la Cámara de Diputados, la discusión parlamenta-
ria se centró casi exclusivamente en la superación de los proble-
mas organizativos de la vieja institucionalidad y los problemas 
técnicos que contenía el proyecto original enviado por el Eje-
cutivo. Aunque se produjeron controversias en lo relativo a la 
conducción estratégica, el debate de los diputados estuvo mayo-
ritariamente signado por el acuerdo y el consenso para avanzar 
en el proyecto.

De igual manera, algunos diputados intentaron debatir más 
en profundidad materias relativas a empresas estratégicas, bie-
nes inmuebles de las FF.AA., duración de la carrera militar, o dis-
minución de sus garantías previsionales. Sin embargo, estas fue-
ron posiciones muy menores y acotadas dentro de un debate que 
priorizó los aspectos más bien formales y se abocó a tratar los 
lineamientos más generales para avanzar –paradójicamente– con 
celeridad en la aprobación del proyecto94. La posición del Ejecu-
tivo efectivamente planteó la necesidad de aprobar rápidamente 

94 Como señalara el Diputado Pablo Lorenzini, “No puede volver a ocurrir que 
algún determinado presupuesto no sea discutido por los parlamentarios. 
Sin embargo, para que ello ocurra –lo señaló la Diputada señora Allende– es 
necesario aprobar primero este proyecto. Por eso, es necesario sancionar esta 
iniciativa lo más rápido posible”. También el Diputado Robles señalaba que 
pese a que “las FF.AA. hacen lo que quieren con ellos (los bienes), venden y 
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el proyecto, señalando que los temas pendientes serían tratados 
en las comisiones técnicas, una vez aprobado el proyecto en ge-
neral. Consecuentemente, el primer trámite constitucional fue 
aprobado por la totalidad de la Cámara, sin existir votos en con-
tra ni abstenciones.

Aunque podría haberse esperado que los temas pendientes 
fueran tratados más en profundidad en el trámite legislativo si-
guiente, la situación ocurrida no distó en demasía de lo relatado 
anteriormente. El segundo trámite giró en torno a la necesidad 
de establecer una mayor o menor cantidad de funcionarios 
ministeriales y el tipo de contrato que se establecería para los 
funcionarios, sin incluir en este aspecto, por ejemplo, cuestiones 
como el equilibrio entre personal civil y militar que ejercería fun-
ciones en la cartera de defensa.

En cuanto al tema de las empresas estratégicas, un diputado 
–que anteriormente había puesto el tema en la agenda legislati-
va– solicitó ahondar en la materia95, pero pese a recibir el apoyo 
de otros parlamentarios, estos siguieron manteniendo su postura 
de aprobar el proyecto en líneas generales. De esta manera, lue-
go de tres años de ingresado a la Cámara, el proyecto, sería apro-
bado y pasada su tramitación al Senado.

La lógica de aprobación de un marco general del proyecto se 
mantuvo en el Senado. Esto se ilustra, por ejemplo, en la siguien-
te declaración del ex Ministro de Defensa Francisco Vidal: “pedí 
al señor Presidente que se me brindara la posibilidad de interve-
nir, de forma breve, para que el Senado tenga absoluta claridad 
acerca del planteamiento del Ejecutivo y de las Fuerzas Armadas 
–por lo demás, se encuentran presentes los Comandantes en Jefe 
de las Instituciones y el Jefe del Estado Mayor de la Defensa Na-
cional– respecto de la imperiosa necesidad de despachar luego el 

compran para su propio fi nanciamiento”. Pese a estas objeciones, ambos di-
putados votarían a favor de la aprobación del proyecto de ley.

 BIBLIOTECA DEL CONGRESO NACIONAL. Historia de la Ley Nº 20.424 
Estatuto orgánico del Ministerio de Defensa Nacional. 2010.

95 El Diputado Burgos señalaba respecto de las empresas estratégicas que “estas 
fábricas requieren una nueva ley orgánica y que, por ejemplo, queden ads-
critas al Sistema de Empresas Públicas, tengan accountability y obligación de 
rendir cuenta pública, para que evitemos el riesgo de que se produzcan situa-
ciones que le pueden costar mucho dinero a los chilenos”, ibid.
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proyecto de ley, que recoge sin duda los perfeccionamientos ya 
incorporados durante el largo trámite legislativo, que hoy cum-
ple cuatro años y un día96.

Como se consigna, el debate giró principalmente en torno a 
cuestiones generales, sin profundizar en elementos específi cos. 
Un buen ejemplo de la falta de especifi cidad en el debate fue la 
discusión en torno a las nuevas subsecretarías a crear. Si bien 
se discutieron las funciones y atribuciones de las nuevas sub-
secretarías, se evitó tocar temas respecto a la distribución que 
tendrían, cantidad de personal civil y militar en su composición, 
y cómo se coordinarían entre los diversos organismo del MD y 
otras agencias del Estado.

Esta premura transversal que hubo durante la discusión, 
generó que la reforma se aprobara con amplios consensos en la 
lógica de privilegiar un cambio genérico antes que entrar en con-
fl icto innecesarios con las FF.AA., impidiendo que se discutieran 
aspectos gravitantes relativos a la coordinación interagencial o 
el balance civil-militar de las reparticiones del MD. De lo que se 
trataba era más que provocar discusión, generar un amplio con-
senso en torno a la modernización.

Experticia militar. A principios de 2009 comenzaría el de-
bate en el Senado. Las sesiones en esta etapa, a diferencia de 
la anterior en la Cámara de Diputados, incluyeron una amplia 
participación de militares, algunos representantes de centros de 
investigación, autoridades civiles y asesores del MINDEF, ade-
más de dos diputados de derecha97. De un total de 29 actores que 
participaron de la discusión de la reforma (excluyendo a los par-
lamentarios), 7 correspondieron a autoridades y asesores civiles, 

96 Ibid., p. 597.
97 Si bien al inicio del debate en la Cámara de Diputados se contó con la presen-

cia de expertos civiles, el grueso de la discusión se realizó entre diputados y 
autoridades y asesores del Ministerio de Defensa. En cambio, en el Senado 
las sesiones incluyeron la participación de 3 autoridades civiles (Ministro 
de Defensa, Subsecretario de Guerra, un ex Ministro de Defensa); 4 asesores 
civiles del ministerio; 2 diputados de la derecha; 17 altos mandos militares; y 
4 expertos civiles, miembros de centros de investigación vinculados a la dere-
cha. Datos en base a: BIBLIOTECA DEL CONGRESO NACIONAL. Historia 
de la Ley Nº 20.424 Estatuto orgánico del Ministerio de Defensa Nacional. 
2010.
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4 a centros de investigación ligados a partidos de derecha y 22 
representantes de las FF.AA.

Aunque el factor experticia militar fue transversal en todos 
los trámites legislativos, fue en el Senado donde hubo una mayor 
participación de las FF.AA., a la vez que se declararon una ma-
yor cantidad de sesiones secretas, coincidentes con las interven-
ciones de los representantes de las instituciones armadas.

En efecto, durante la tramitación de la ley se sostuvo un 
diálogo permanente entre el Congreso y las FF.AA., lo cual fue 
modifi cando el proyecto original a través de la visión de los al-
tos mandos militares. Un ejemplo de esto puede advertirse en la 
prensa de la época, donde se señalaban los cambios que se pro-
ducirían para perfeccionar el proyecto original tras las reuniones 
del Congreso con los Comandantes en Jefe de las tres ramas de 
las FF.AA. El presidente de la comisión de defensa del Senado, 
Sergio Romero, declaraba: “Realmente nosotros nos estamos 
formando una opinión y no cabe la menor duda que puede ha-
ber no solamente indicaciones, sino que pueden haber cambios, 
incluso de carácter sustantivo sobre la materia (…) el Comandan-
te en Jefe de la Fuerza Aérea nos dio una visión muy completa 
acerca del pensamiento que tiene la institución respecto de los 
distintos escenarios para poder establecer parámetros para una 
modernización del Ministerio de Defensa”98.

Dentro de las pocas sesiones públicas que se registran, se 
puede constatar que los temas debatidos mantuvieron la línea de 
discusión seguida por los diputados, donde las mayores contro-
versias se produjeron en el establecimiento del EMCO y la dota-
ción de funcionarios del MD. Aunque más someramente –en las 
sesiones públicas–, también fueron discutidas materias relativas 
a empresas estratégicas, adquisiciones y sistema previsional.

Alianza implícita entre sectores políticos y las FF.AA. Uno de los 
puntos principales que manifestó el Gobierno, desde el inicio de 
la tramitación, fue la necesidad de que el proyecto debía combi-

98 SENADORES anticipan cambios a proyecto que moderniza el Ministerio de 
Defensa. EMOL, 3 diciembre, 2008. [Fecha de consulta: 8 junio 2012]. Dis-
ponible en:http://www.emol.com/noticias/nacional/2008/12/03/333714/
senadores-anticipan-cambios-a-proyecto-que-moderniza-el-ministerio-de-
defensa.html



Gonzalo Álvarez Fuentes

62

nar innovaciones importantes en la institucionalidad política de 
la defensa, con la cultura del sector, además de institucionalizar 
las nuevas y buenas prácticas desarrolladas al interior del sector 
defensa desde 199099. En otras palabras, se trataba de combinar 
la modernización con la tradición militar chilena y; mantener 
los criterios básicos que informaron el proceso de transición a la 
democracia, especialmente el diálogo y el consenso con los mili-
tares100.

A lo largo del debate este consenso civil-militar se hizo pa-
tente. Uno de los expertos civiles que participó de la discusión 
plantea que hubo un acuerdo previo entre las FF.AA. y el MD, 
consenso apoyado por parlamentarios de derecha y centros de 
pensamiento del mismo sector, que evitaron tratar temas que las 
FF.AA. no querían tocar e introdujeron temas importantes para 
ellas en la agenda101. Si bien en general las intervenciones de las 
Fuerzas Armadas fueron secretas, en las sesiones que se tiene ac-
ceso es posible observar tal concordancia de discurso.

Entre estas materias, en el Senado se modifi có el proyecto 
inicial enviado por el Ejecutivo, respecto de la dependencia fun-
cional de las empresas estratégicas. Si bien el proyecto original 
establecía el traspaso de estas empresas a manos de la adminis-
tración general del Estado, tras el debate en el Senado se esta-
bleció que la industria militar debía permanecer en manos del 
MD, lo cual fue ampliamente consensuado por los legisladores 
en conjunto con los directores –militares– de la industria de la 
defensa, quienes expusieron sus puntos de vista en el Congreso.

En cuanto a adquisiciones de material bélico y sistema de ar-
mas, algunos senadores y expertos civiles plantearon la necesidad 
de que el Congreso tenga la facultad de ser informado sobre la 
materia y además aprobar las adquisiciones. Sin embargo, luego 
de sesiones secretas –con los integrantes del EMDN– y públicas, 
no se logró establecer la facultad parlamentaria de aprobar las 
adquisiciones. Aunque se generaron algunas objeciones, primó la 

99 BIBLIOTECA DEL CONGRESO NACIONAL, op. cit., p. 4.
100 NAVARRO, Miguel. Metodología para el análisis de los ministerios de defen-

sa. El caso de Chile. Red de Seguridad y Defensa de América Latina, noviem-
bre, 2009.

101 Entrevista sostenida por el autor con Claudio Fuentes, Director del Instituto 
de Ciencias Sociales de la Universidad Diego Portales. 9/1/2013.
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visión de que el Congreso solo debía estar informado. Al respec-
to, el entonces Subsecretario de Guerra, Gonzalo García, señala-
ría: “en ningún caso se desea trasladar el sistema de compras al 
Congreso Nacional, ya que este procedimiento representa ciertos 
riesgos para el sector de la defensa”102. Al fi nal de esta etapa del 
trámite legislativo, se aprobaría el proyecto por unanimidad.

En lo relativo al sistema previsional de las FF.AA., la temáti-
ca solo fue abordada por un miembro del Senado, lo cual no tuvo 
mayor eco en la discusión con sus pares. El senador hizo alusión 
a las enormes cifras que perciben las instituciones militares en 
cuanto a benefi cios previsionales, sin embargo, la discusión fue 
desviada por la provocadora intervención anterior de otro sena-
dor, quien llamó la atención sobre la presencia de los cuatro [sic] 
Comandantes en Jefe de las FF.AA. acompañando al Ministro de 
Defensa103 como una suerte de presión para que el proyecto sea 
aprobado rápidamente. Esta advertencia fue criticada por los de-
más congresistas, quienes en todo momento señalaron la impor-
tancia y normalidad de la presencia de militares.

Aunque la situación descrita pareciera ser anecdótica y 
aislada, de alguna manera ilustra la fuerte presencia militar 
en el debate, su infl uencia a lo largo del proceso y su estrecha 
vinculación con las autoridades políticas. Finalmente no se to-
caría el tema de los privilegios de las instituciones castrenses, la 
transparencia sobre empresas estratégicas quedaría sin mayores 
modifi caciones, el rol del Congreso en cuanto a adquisiciones se 
limitaría a recibir información y a realizar una incipiente fi scali-
zación en lo formal.

102 A la vez, el Senador de la UDI Antonio Coloma, se refi rió al “peligro de poli-
tizar el debate sobre adquisición de armas, si esta facultad recae en la aproba-
ción del Congreso” BIBLIOTECA DEL CONGRESO NACIONAL, op. cit. 

103 El Senador Nelson Ávila expresaba: “Creo que esto es lo más parecido a un 
“ruido de sables” que yo recuerde: el Ministro de la Defensa Nacional se hace 
acompañar de los cuatro [sic] jefes de las Fuerzas Armadas (...) Es como si, 
para un proyecto cualquiera de salud, además del Ministro y el Subsecretario 
del ramo, vinieran también los directores de hospital, los jefes de división, 
etcétera. ¡Solo le faltó apostar tanques y algunos cruceros apuntando al 
Congreso...! ¡No me imagino cuál es la señal que quiere dar el Ministro! Ha 
señalado, al fi nal de su intervención, que está muy urgido por que se apruebe 
rápidamente el proyecto. Pero estimo que no era necesario hacerse acompa-
ñar de todos los jefes de las Fuerzas Armadas”, ibid., p. 601.
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En conclusión, hubo una reforma acotada debido a que la 
discusión fue limitada, no debatiendo en torno a temas que afec-
taran los privilegios de las FF.AA. o pusieran en tensión la rela-
ción que se venía generando desde la década de los 90, “llegando 
así a un consenso frente a la reforma más que un óptimo de la 
misma”104. El objetivo era lograr una reforma amplia, basada en 
el consenso, que estableciera parámetros generales de cómo se 
estructuraría la defensa, dejando los aspectos específi cos para 
reformas posteriores.

Explicando los défi cits del nuevo Estatuto

Los défi cits que se han advertido en la nueva orgánica del 
MD obedecen a dos grandes elementos. En primer lugar, con-
siderando el marco teórico proveniente de las RCM, se observa 
que el Estatuto del MD presenta problemas al no considerar 
dimensiones específi cas que van más allá del control civil. Es de-
cir, la preocupación por generar una supremacía civil en el nivel 
político, provocó que aspectos informales de las RCM no sean 
tomados en cuenta a la hora de establecer una nueva estructura 
ministerial, ni se establecieran mecanismos de coordinación y 
supervisión adecuados. Además, se ha descuidado la dimensión 
civil de las RCM, lo cual explicaría una preeminencia militar en 
las defi niciones del sector defensa.

El segundo elemento que explica los défi cits ministeriales se 
encuentra en el proceso político desarrollado en Chile, donde los 
actores relevantes han privilegiado la mantención de la autono-
mía militar a objeto de generar amplios consensos que permitan 
llevar a cabo procesos de modernización y adaptación al contex-
to democrático, sin profundizar en aspectos menos evidentes de 
la relación entre civiles y las FF.AA.

A continuación se explicitan estos dos factores, en contraste 
con las formulaciones teóricas de las RCM y el proceso político 
que generó la aprobación de la Ley 20.424.

104 Entrevista sostenida por el autor con Claudio Fuentes, Director del Instituto 
de Ciencias Sociales de la Universidad Diego Portales. 9/1/2013.
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La generalidad de la Ley 20.424

Como se ha señalado en la parte teórica, el control civil y 
la autonomía militar fueron los elementos que dominaron la 
agenda de investigación de las RCM. En un primer momento, 
se analizó el rol de los militares en el poder político para luego 
estudiar el papel desempeñado por las FF.AA. en los periodos de 
transición. En este contexto, el acento se puso en el aumento de 
la infl uencia y autoridad de los militares para luego analizar los 
cambios que se produjeron en la RCM durante los procesos de 
transición.

De ahí que la subordinación militar fuera el tema de preocu-
pación central, tanto en el nivel académico como en las autorida-
des políticas que concentraron sus esfuerzos en establecer, inicial-
mente, una relación de normalidad con los militares para luego 
avanzar en la institucionalización efectiva de la supremacía civil.

Para el caso chileno, efectivamente las RCM siguieron este 
desarrollo que –en términos de Felipe Agüero105– pasó de una 
fase de confrontación, donde igualmente se establecieron canales 
informales de relación, a una de apaciguamiento, en la cual fue 
posible establecer un consenso en torno al proceso moderniza-
dor. Posteriormente, la relación entre civiles y militares se con-
centró en la profesionalización de las FF.AA.

Lo anterior abrió una serie de “ventanas de oportunidades” 
que culminaría con el proceso de reformas constitucionales de 
2005, garantizando la supremacía civil en términos de control to-
tal sobre el poder político de la nación. Con el terreno allanado, 
fue posible llevar a cabo el proceso de modernización del MD.

Este proceso se tradujo en el nuevo Estatuto del MD, el 
cual vendría a superar los défi cits organizativos del sector e 
institucionalizar la supremacía civil en las defi niciones sobre la 
planifi cación política de la defensa, mientras que a las FF.AA. les 
correspondería realizar las actividades propias de la naturaleza 
militar. Sin embargo, durante el periodo de transición, las FF.AA. 
crecientemente se profesionalizaron, mientras que los civiles 
fueron perdiendo terreno en cuanto a las capacidades técnicas y 
especifi cidades sobre los asuntos de la defensa.

105 AGÜERO, 2006, op. cit.
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Si bien el contexto internacional propició el mayor control 
civil sobre los asuntos políticos bajo un marco democrático, la 
disminución de las amenazas interestatales y la preocupación por 
diversos temas de la agenda nacional –ajenos a la defensa–, generó 
un descuido de la política de defensa por parte de las autoridades 
civiles. Esto redundaría en una ausencia civil y de las instituciones 
democráticas en los proceso de reforma de las prácticas y doctrinas 
militares, aumentando la autogestión militar en estas materias.

En adición, la unidad y coherencia de las FF.AA. y sus bue-
nas relaciones con los sectores civiles infl uyentes, signifi có la 
mantención de los benefi cios institucionales para las institucio-
nes armadas y la disminución de las posibilidades de transfor-
mación de esta situación de privilegio.

Todo este proceso convergió en que la aprobación de la Ley 
20.424 se hiciera en un marco general, el cual no consideró una 
mayor supervisión de las defi niciones y actividades que realizan 
los militares por parte de los civiles, ni se establecieran mecanis-
mo de coordinación entre ellos tanto al interior del MD como en 
la relación con otros organismos del Estado.

Además, los défi cits constatados están signados por el én-
fasis en la variable control civil formal a partir de la autoridad 
política, sin considerar elementos importantes como, por ejem-
plo, la planifi cación y coordinación de las operaciones militares 
ante escenarios de nuevas amenazas y problemas de seguridad 
interna. Hipotéticamente, de producirse este tipo de escenarios, 
serían las FF.AA. prácticamente las únicas responsables para pla-
nifi car y coordinar las operaciones, dada su capacidad institucio-
nal y profesional para defi nir este tipo de acciones.

En defi nitiva, el proceso político ha puesto a la deriva a los 
civiles sobre cuestiones estratégicas y centrales para la defensa, 
mientras que las FF.AA. han mantenido sus espacios de auto-
nomía en relación a sus funciones propias. Se ha avanzado en 
control civil sobre las macropolíticas pero se han descuidado 
elementos de la relación civil-militar en términos específi cos que 
debiesen ser considerados en un contexto democrático.

La falta de especifi cidad de la Ley 20.424

Al analizar el debate parlamentario, se ilustran varios de los 
elementos que permitieron una aprobación general del Estatuto y 
se prestara una menor atención a aquellos elementos específi cos de 
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planifi cación, control y coordinación. Los elementos señalados se 
refi eren principalmente a la dimensión civil de las RCM, en combi-
nación con la experticia militar y la alianza implícita entre sectores 
civiles y las FF.AA. Es decir, la falta de especifi cidad de la Ley obe-
dece a una combinación de factores provenientes del proceso de 
transición, que se ven refl ejadas en el debate parlamentario y que 
culminarían con la aprobación de un Estatuto a nivel general.

A diferencia de lo que pudiera pensarse, los défi cits de la nueva 
orgánica, por ejemplo en lo relativo al rol civil en los procesos de 
supervisión sobre cuestiones de planifi cación secundaria, la falta 
coordinación interagencial o la falta de institucionalización de la par-
ticipación de otros organismos del Estado y de la sociedad civil; no 
se debió ni a defi ciencias organizativas de la vieja institucionalidad 
ni a resistencias militares. La primera explicación se ubica en la di-
mensión civil de las RCM y su falta de capacidad para incidir en los 
diferentes ámbitos de la defensa. La segunda, dice relación con las 
relaciones civiles militares en términos informales, es decir, la alian-
za implícita que se ha ido generando entre ambos estamentos.

La dimensión civil de las RCM

Una vez normalizadas las RCM, los civiles han descuidado 
las políticas sobre seguridad y defensa. Esto se observa tanto a 
nivel académico como en el ámbito político. En el plano específi -
co de las RCM esta situación ha sido aún más evidente.

En el aspecto académico, los estudios sobre RCM han dismi-
nuido considerablemente. Para ejemplifi car esta situación basta 
con observar la escasa literatura relativa al nuevo Estatuto. Consi-
derando que esta es la reforma más grande y trascendente al MD 
en más de 50 años, sería esperable contar con más visiones respec-
to de las implicancias de la nueva normativa para el sector. A más 
de dos años de la promulgación de la Ley 20.424, salvo el trabajo 
de Robledo y Flisfi sch106 y Poblete107, no existen estudios que abor-
den en toda su dimensión las implicancias de la nueva orgánica108.

106 ROBLEDO y FLISFISCH, op. cit.
107 POBLETE, op. cit.
108 A pesar del valioso aporte de Robledo y Flisfi sch, estos autores solo proponen 

una metodología y un análisis preliminar de la evolución de la gobernabi-
lidad de la defensa en el país. El modelo incluye aspectos de control civil, 
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La falta de preocupación civil también es observable en la 
participación de expertos en el debate parlamentario. Como se 
apreció en secciones anteriores, los expertos civiles presentes en 
la discusión sobre la Ley fueron muy pocos en términos numéri-
cos y una buena parte de quienes participaron eran integrantes 
de centros de pensamientos ligados a partidos de derecha.

A simple vista, se podría señalar que esto obedece a la exis-
tencia de una relación más estrecha entre partidos de derecha y 
FF.AA., lo cual podría tener mayor sustento en los inicios de la 
transición. Sin embargo, en el momento de debatir la Ley, quie-
nes se hacían acompañar de los militares eran las autoridades 
de gobierno de la época, que no correspondían precisamente a 
partidos de derecha.

Como plantea el ex asesor del MD, Felipe Illanes, “hubo se-
minarios y reuniones previas al ingreso del proyecto al Congreso 
donde sí participó el mundo civil, sin embargo, la injerencia fue 
muy menor en el proceso de debate de la ley”109. Las razones de 
esta falta de participación se pueden encontrar en lo que señala 
el Director del Instituto de Ciencias Sociales de la Universidad 
Diego Portales, Claudio Fuentes, para quien faltan especialistas 
en estas materias, además de instituciones civiles en las cuales 
se planteen, discutan y trabajen estos temas. Para el experto, “las 
instituciones que se dedican a discutir estos temas son centros de 
pensamiento de derecha que tienen personal permanentemente 
trabajando en el Congreso dentro de las comisiones de defensa, lo 
cual explica su preeminencia dentro del debate de esta discusión 
en particular (…) no hay capacidad de análisis de estos temas en 
el progresismo”110.

En cuanto a la falta de capacidad y descuido por parte de los 
civiles sobre los temas de defensa, es posible advertirlo en varias 
situaciones en el debate parlamentario. Por ejemplo, en lo relati-

efi cacia, efi ciencia y conducta militar; sin embargo, por las limitaciones que 
el mismo estudio reconoce, no existe un análisis pormenorizado del proceso 
de planifi cación, ni menos aún del proceso en que se gestó la nueva ley. FLIS-
FISCH y ROBLEDO, op. cit.

109 Entrevista sostenida por el autor con Felipe Illanes, ex asesor del Ministerio 
de Defensa. 22/1/2013.

110 Entrevista sostenida por el autor con Claudio Fuentes, Director del Instituto 
de Ciencias Sociales de la Universidad Diego Portales. 9/1/2013.
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vo a la redefi nición de las amenazas y roles militares, en temas 
como la planifi cación frente a los estados de excepción, y en ge-
neral frente a las defi niciones de crisis y escenarios que enfrenta 
la defensa en el contexto actual, han sido los altos mandos mili-
tares quienes realizaron los principales aportes en este sentido. 
Más aun, al analizar los pasajes del debate parlamentario en que 
se tocaron los temas estratégicos, fue posible advertir que las in-
tervenciones fueron muy acotadas, las excepciones corresponden 
a las intervenciones sobre la materia del ex Senador Jorge Arancibia, 
quien antes de asumir su cargo en el Congreso se desempeñó 
como Almirante de la Armada de Chile111.

Otro de los temas defi citarios en la discusión fue el debate 
sobre el personal del MD. En este aspecto, los parlamentarios 
solo se refi rieron a cuestiones reglamentarias y muy generales, sin 
indagar en temas importantes para la relación entre civiles y mi-
litares, como la cantidad de personal militar que debiese integrar 
el ministerio, la pertinencia de nombrar en altos cargos del MD 
a militares en retiro, la supervisión y el control de civiles sobre 
militares, y la defi nición de instancias de coordinación y apoyo 
entre ambos estamentos. Tampoco, a lo largo del debate, estuvo 
presente de manera explícita cómo se subdividirían las nuevas 
secretarías, ante lo cual se han debido crear departamentos “sobre 
la marcha”.

Las cuestiones organizacionales no incluidas en el Estatuto 
“representan un gran défi cit en términos de relaciones cívico-
militares, en tanto están disminuidas en términos de efi cacia y 
militarizadas en términos de personal”112. Además, se presentan 
problemas en la coordinación interagencial, la cual es práctica-
mente inexistente con la nueva orgánica. Un ejemplo de ello es 
la nula relación existente entre el Departamento de Relaciones 

111 Si bien existieron aportes en estas materias, sobre todo de los autores del pro-
yecto, los parlamentarios prestaron menor atención a los temas estratégicos. 
En la Cámara estos temas fueron prácticamente inexistentes, mientras que en 
el Senado hubieron más intervenciones relativas a la temática (por ejemplo, el 
Senador Gazmuri), sin embargo, las más extensas fueron las realizadas por el 
Senador Arancibia. Ver: BIBLIOTECA DEL CONGRESO NACIONAL, op. cit.

112 Entrevista sostenida por el autor con Claudio Fuentes, Director del Instituto 
de Ciencias Sociales de la Universidad Diego Portales. 9/1/2013.
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Internacionales de la Subsecretaría de Defensa y el Ministerio de 
Relaciones Exteriores.

En defi nitiva, la discusión parlamentaria solo giró en tér-
minos de generalidad del Estatuto, sin considerar cuestiones 
de fondo, denotando la incapacidad de generar un debate que 
considere cuestiones cruciales para las RCM y para la gobernabi-
lidad del sector defensa.

Las relaciones informales entre civiles y militares

El proceso de transición generó importantes niveles de cohe-
sión entre reducidos sectores políticos y militares, lo que ha impe-
dido la creación de mecanismos específi cos de relacionamiento.

Esto ha implicado que no se genere una transformación ins-
titucional que garantice un adecuado equilibrio en la planeación, 
que incluya un modelo más amplio para la participación de dis-
tintos actores que podrían realizar aportes signifi cativos en las 
defi niciones del sector, dejando espacios abiertos para un mayor 
margen de maniobra y autonomía militar.

Tampoco se advierten medidas de monitoreo en el ámbito ope-
rativo, cuestión observada particularmente en la falta de estructura 
y coordinación en el sistema nacional de inteligencia, y en la falta 
de políticas y normativas relativas al balance entre personal civil y 
militar en la Subsecretaría de Defensa. Otro de los puntos proble-
máticos dice relación con la falta de preocupación y control de la 
efi ciencia y efectividad en la utilización de recursos para el sector 
defensa. Como también se advirtió en la discusión parlamentaria, 
temas como las garantías previsionales de las FF.AA. o el control 
sobre las empresas estratégicas no recibieron demasiada atención.

Si bien la razón principal que se esgrimió durante el deba-
te fue la necesidad de aprobar con la mayor celeridad posible 
el proyecto, el tiempo de discusión del Estatuto no fue menor. 
Adicionalmente, a más de dos años de aprobado el Estatuto, los 
défi cits planteados aún no han sido resueltos.

La dimensión civil de las RCM es una parte de la explicación 
de los défi cits que presenta el Estatuto. A esto se adiciona que los 
civiles que poseen injerencia sobre la materia han desarrollado 
una alianza implícita con las FF.AA.

En la fase de preparación del proyecto de Ley, “la comuni-
dad civil de la defensa solo participó del debate a discreción del 



Explicando los défi cits

71

Ministerio, en la lógica de legitimar un proyecto que venía pre-
viamente negociado entre civiles y militares”113. En la etapa de 
debate de la Ley, “representantes de diversos centros de poder 
de derecha fueron un medio de representación de los intereses 
de los altos mandos [militares], por lo que fueron constantes sus 
intervenciones y apoyos expresos. Coincidentemente, tal como se 
pudo notar en el debate parlamentario, los temas sobre privile-
gios de las FF.AA. no fueron mayormente debatidos, como tam-
poco fueron consideradas cuestiones relativas a doctrina militar 
o supervisión sobre la planifi cación secundaria.

Es decir, más que una preocupación en la rapidez por pro-
mulgar el Estatuto, asistimos a una alianza implícita entre civiles 
y militares, donde los primeros intentan no infl uir en las cues-
tiones que puedan ser estrictamente de naturaleza castrense. 
Sin embargo, la ausencia civil en estos procesos, puede no solo 
aumentar la autogestión y autonomía militar –elemento que a la 
larga puede socavar las RCM– sino que descuidar un área central 
para el Estado como lo es su seguridad y la defensa. La goberna-
bilidad del sector debe considerar, además de la dimensión mili-
tar y su control a nivel macro, la dimensión civil y su capacidad 
de sanción en los distintos niveles de las políticas de defensa.

Propuestas para mejorar la gobernabilidad del sector

En atención a los défi cits advertidos, el desarrollo del proceso 
político y las relaciones entre civiles y militares; es preciso incluir 
nuevos mecanismos en la orgánica ministerial que coadyuven a 
mejorar las RCM, institucionalizar las instancias de cooperación 
a nivel ministerial y con otras agencias del Estado, además de 
incluir elementos que contribuyan a generar defi niciones para el 
sector que consideren las políticas de defensa como políticas de 
Estado. La suma de estos factores contribuiría en el mediano y 
largo plazo a perfeccionar la gobernabilidad del sector.

Pese a que el nuevo Estatuto institucionaliza, perfecciona y 
racionaliza una serie de procesos a nivel general, todavía restan 
áreas por mejorar a nivel general y en ámbitos más específi cos.

113 Entrevista sostenida por el autor con Felipe Illanes, ex asesor del Ministerio 
de Defensa. 22/1/2013
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Cuadro N° 1
Aspectos generales a perfeccionar

Défi cit Problemas Propuestas

Falta de estruc-
t u r a  y  c o o r -
d i n a c i ó n  i n -
t e r a g e n c i a l  e 
inexistencia de 
definiciones so-
bre el planea-
miento  de  l a 
defensa ante es-
cenarios de con-
flicto interno y 
nuevas amena-
zas a la seguri-
dad.

Visión parcial de las nuevas 
amenazas y riesgos que enfrenta 
el país.

Indefi nición y superposición de 
funciones respecto de confl ictos 
internos.

Creación de or-
ganismo o  de-
par tamento  de 
coordinación inte-
ragencial.

D e f i n i c i ó n  d e 
procedimientos 
y requerimientos 
para participación 
de otras agencias 
del Estado y la 
sociedad civil.

G e n e r a c i ó n  d e 
instrumento es-
tandarizado para 
las definiciones 
estratégicas rela-
tivas a confl ictos 
externos, internos 
y nuevas amena-
zas.

Incentivar la par-
ticipación de la 
sociedad civil y 
formación de ex-
pertos.

Falta de estruc-
tura y coordina-
ción en el siste-
ma nacional de 
inteligencia.

Visiones diversas acerca de las 
amenazas y riesgos que enfrenta 
el país.

Riesgo de generar conflictos 
interagenciales.

Discrecionalidad 
de la Subsecre-
taría para con-
vocar la parti-
cipación de los 
distintos secto-
res del Estado y 
de la sociedad 
civil.

Falta de participación institucio-
nalizada de sectores del Estado 
que puedan tener relevancia 
para defi nir riesgos.

Falta de participación institucio-
nalizada de sectores del Estado 
que puedan tener relevancia en 
cuestiones operativas tanto a ni-
vel interno como externo.

Falta de participación institucio-
nalizada de sectores de la socie-
dad civil que puedan entregar 
visiones generales o técnicas 
respecto de la seguridad interna 
o externa del país. 

Fuente: Elaboración propia



Explicando los défi cits

73

El primer punto a mejorar corresponde a la falta de estruc-
tura y coordinación interagencial e inexistencia de defi niciones 
sobre el planeamiento de la defensa ante escenarios de confl icto 
interno y nuevas amenazas a la seguridad. Con la actual orgáni-
ca, se puede generar una visión parcial o limitada de las nuevas 
amenazas y riesgos que enfrenta el país. Además, al no existir una 
instancia de coordinación con otros ministerios e indefi niciones 
respecto de la seguridad interna, se pueden producir superposi-
ción de defi niciones y funciones respecto de cómo enfrentar con-
fl ictos internos, tales como respuestas ante desastres naturales.

Considerando el segundo défi cit, falta de estructura y coor-
dinación con el sistema nacional de inteligencia, es posible que 
puedan originarse visiones diversas acerca de las amenazas y 
riesgos que enfrenta el país en el plano de la inteligencia. Esto 
corre el riesgo de generar confl ictos interagenciales entre el MD 
y la Agencia Nacional de Inteligencia.

El tercer défi cit, discrecionalidad de la Subsecretaría para 
convocar la participación de los distintos sectores del Estado y 
de la sociedad civil, genera diversos problemas si se considera la 
defensa como una política de Estado en un marco democrático: 
falta de participación institucionalizada de sectores del Estado 
que puedan tener relevancia para defi nir riesgos; falta de parti-
cipación institucionalizada de sectores del Estado que puedan 
tener relevancia en cuestiones operativas tanto a nivel interno 
como externo; falta de participación institucionalizada de secto-
res de la sociedad civil que puedan entregar visiones generales 
o técnicas respecto de la seguridad interna o externa del país. El 
problema de esta dimensión es que se pueden excluir a diversos 
sectores políticos relevantes y a sectores de la sociedad civil que 
puedan realizar aportes o entregar visiones complementarias 
para generar políticas de defensa más integrales y legítimas.

Para superar estos défi cits y evitar que se produzcan situa-
ciones no deseadas, se propone la creación de un organismo o 
departamento de coordinación interagencial, el cual esté encar-
gado de la defi nición de procedimientos y requerimientos para 
la participación de otras agencias del Estado y la sociedad civil. 
Esto será fundamental para la generación de un instrumento 
estandarizado para las defi niciones estratégicas relativas a con-
fl ictos externos, internos y nuevas amenazas, que sea legitimado 
por los distintos actores políticos del país y evitar que se produz-
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can situaciones como la ocurrida con la creación de la Estrategia 
Nacional de Seguridad y Defensa.

Adicionalmente, se sugiere que esta propuesta sea 
acompañada de incentivos para la participación de la sociedad 
civil y formación de expertos. Entre ellos se propone crear 
asociaciones estratégicas con universidades y programas de 
postgrado, a objeto de fomentar el conocimiento de las diversas 
áreas de la defensa nacional, tanto en aquellos aspectos más 
generales –como seguridad internacional– como en aquellos 
aspectos más técnicos –tales como evaluación de riesgos ante 
desastres naturales–.

Además de las propuestas de carácter general, es necesario es-
tablecer una serie de medidas de índole más específi co que apunta-
len a perfeccionar tanto la orgánica del sector como las RCM.

Cuadro N° 2
Aspectos específi cos a perfeccionar

Défi cits Problemas Propuestas

Falta de políticas 
y normativas re-
lativas al balance 
entre personal ci-
vil y militar en la 
Subsecretaría de 
Defensa.

Inexistencia de criterios 
que garanticen el con-
trol civil del sector.

Defi niciones concentra-
das en planteamientos 
militares.

Establecimiento de crite-
rios que, para la contra-
tación de personal mi-
litar, que consideren un 
adecuado balance entre 
dimensión política de 
defi niciones y experticia 
militar en la defensa. 

Perfeccionamien-
to del sistema de 
asignación y utili-
zación efi ciente de 
recursos.

Falta de mecanismos de 
control sobre el uso de 
recursos del sector.

Falta de definiciones 
generales y políticas 
para la asignación de 
los recursos.

Utilización ineficien-
te de los recursos del 
sector.

Mantención de privile-
gios institucionales.

Establecer departamento 
dentro de la orgánica 
actual u organismo trans-
versal dentro del minis-
terio que vele por la efi -
ciencia en la utilización 
de los recursos del sector.

Creación de sistema in-
tegrado que considere 
definiciones políticas y 
planificación del sector 
con los requerimientos 
de la defensa.
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Défi cits Problemas Propuestas

Supervisión sobre 
la planifi cación es-
tratégica y carácter 
de secreto o reser-
vado de temas re-
lativos a planifi ca-
ción.

No se conoce con clari-
dad los que las FF.AA. 
realizan.

Los planes y doctrinas 
de las FF.AA. no son 
supervisados por la au-
toridad civil.

Creación de comisión ci-
vil que supervise y elabo-
re información periódica 
sobre las actividades de 
las FF.AA. respecto de la 
planifi cación secundaria.

Fuente: Elaboración propia

Como se muestra en el Cuadro N° 2, el primer aspecto a 
mejorar, dice relación con la falta de políticas y normativas rela-
tivas al balance entre personal civil y militar en la Subsecretaría 
de Defensa. El problema que se identifi ca tiene que ver con la 
inexistencia de criterios que garanticen el control civil del sector, 
es decir, que ante una importante composición militar en la Sub-
secretaría se tomen decisiones sobre política de defensa demasia-
do concentradas en planteamientos militares.

La solución a este punto pasa por el establecimiento de crite-
rios –para la contratación de personal militar– que consideren un 
adecuado balance entre dimensión política de defi niciones y ex-
perticia militar en la defensa. Desde el marco teórico vinculado a 
la teoría del agente y el principal, también sería de utilidad con-
sidera el establecimiento de frenos y contrapesos, considerando 
–por ejemplo– que los altos funcionarios del MD estén sometidos 
a un proceso de ratifi cación en el Congreso.

El segundo elemento defi citario corresponde al perfecciona-
miento del sistema de asignación y utilización efi ciente de recur-
sos. La falta de defi niciones generales, políticas y mecanismos de 
control sobre el uso de recursos del sector, pueden ocasionar una 
utilización inefi ciente de estos, además de que no es posible iden-
tifi car si los privilegios asociados a las FF.AA. se justifi can por 
sobre otras áreas del Estado o sectores sociales de la nación.

Al respecto, se propone establecer un departamento dentro 
de la orgánica actual u organismo transversal dentro del MD que 
vele por la efi ciencia en la utilización de los recursos del sector. 
En paralelo, se sugiere la creación de un sistema de control inte-
grado, que considere las defi niciones políticas y la planifi cación 
del sector con los requerimientos materiales de la defensa.
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El tercer elemento a perfeccionar se vincula a uno de los te-
mas centrales de las RCM en el contexto actual. Esto se refi ere a 
la inexistencia de supervisión sobre la planifi cación estratégica y 
carácter de secreto o reservado de temas relativos a planifi cación. 
Por un lado, la no interferencia en asuntos militares por parte de 
civiles en temas como la planifi cación secundaria, es un incenti-
vo importante para mantener una adecuada RCM. Sin embargo, 
por otra parte, no se conoce con claridad los que las FF.AA. rea-
lizan, y los planes y doctrinas de las FF.AA. no son supervisados 
por la autoridad civil, lo cual puede generar el riesgo de aumen-
tar la autonomía militar, entorpeciendo los avances alcanzados 
en la RCM.

En este sentido, se propone la creación de una comisión ci-
vil que supervise y eleve a los niveles superiores, información 
periódica sobre las actividades de las FF.AA. respecto de la pla-
nifi cación secundaria. Siguiendo la línea establecida por Peter 
Feaver114, se trata de establecer mecanismos de supervisión y 
presentación de informes a objeto de verifi car si las FF.AA. están 
cumpliendo con las directivas políticas dentro del marco norma-
tivo establecido, para lo cual es necesaria la realización constante 
de auditorías y entrega de informes de cumplimiento por parte 
de las instituciones militares.

Con todo, las medidas generales y específi cas aquí propues-
tas apuntan a vislumbrar el sector defensa dentro de un contex-
to plenamente democrático, que además garantice el control y 
monitoreo sobre las FF.AA., y donde el MD se transforme en el 
organismo indicado para llevar a cabo estos propósitos.

114 FEAVER, op. cit.
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CONCLUSIONES

El proceso de elaboración del Estatuto Orgánico del Minis-
terio de Defensa Nacional, Ley 20.424, refl eja varios elementos 
que dan cuenta de las relaciones cívico-militares desarrolladas en 
Chile, además de identifi car –a través del proceso de debate de la 
nueva orgánica– los factores que se conjugaron para la aproba-
ción general de la Ley y una falta de mecanismos específi cos en 
la nueva institucionalidad. La hipótesis inicialmente planteada, 
se refuerza y complementa a través de los hallazgos constatados 
a lo largo de la presente investigación.

Por una parte, se reafi rma el supuesto de que una alta pre-
ocupación por lo formal-normativo ha permitido que se insti-
tucionalice un marco general para la planifi cación en el sector 
Defensa. Esta hipótesis se refuerza y explicita en el estudio, al 
consignar los défi cits de la nueva orgánica, que si bien apunta 
a un reordenamiento del sector, no considera aspectos centrales 
como las instancias de coordinación interagencial, además de 
poseer defi ciencias respecto a defi niciones estratégicas frente a 
cuestiones como las nuevas amenazas o problemas relativos a la 
seguridad interna de la nación.

Por otra parte, también se refuerza la idea de que la menor 
atención a las relaciones organizativas en aspectos informales, 
signadas por una baja preocupación y desconocimiento del que-
hacer del sector, ha obstaculizado la creación de un sistema de 
planeación integral que aborde todos los desafíos que implica 
una adecuada coordinación entre civiles y militares.

A través del estudio se han complementado estos supuestos, 
dando cuenta que el proceso político desarrollado ha disminuido 
la presencia y capacidad civil en los tópicos relativos a la defen-
sa, en tanto las FF.AA. han sido capaces de mantener sus espa-
cios de autonomía mediante una gradual profesionalización y 
ejercicio de las funciones propias de su naturaleza.
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A la hipótesis inicial, se añade un nuevo elemento, vincula-
do a la creación de una alianza implícita entre civiles y militares. 
Si bien esto en un primer momento fue consignado como algo 
provechoso para las RCM, contribuyendo a su normalización, en 
el mediano y largo plazo puede ocurrir que se aumente la auto-
nomía militar. Considerando dicho fenómeno y la disminución 
de la injerencia civil en el sector defensa en general, se podrían 
generar retrocesos en la RCM que pongan en riesgo la gobernabi-
lidad del sector y provoquen un retroceso en términos democrá-
ticos.

A objeto de evitar un escenario de estas características, se 
han propuesto una serie de medidas y mecanismos que apuntan 
a aumentar la capacidad sancionadora y de monitoreo de los ci-
viles sobre los militares, sin entorpecer la actividad de las FF.AA. 
y aprovechando su valiosa experticia en las materias de defensa.

En defi nitiva, se han identifi cado los défi cits del nuevo Esta-
tuto y desde donde se originan. Las propuestas realizadas están 
en función de llenar los vacíos institucionales de la orgánica mi-
nisterial a objeto de defi nir políticas de defensa que cuenten con 
un sistema de planifi cación capaz de integrar a los diversos acto-
res, de manera de enfrentar con una mirada amplia los desafíos 
de la defensa en el contexto actual y de establecer una relación 
civil militar sostenible y equilibrada en largo plazo bajo un con-
texto democrático.
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El nuevo Estatuto Orgánico del Ministerio de Defensa Nacional 
ha generado un importante cambio en la forma de planifi cación 
de la Defensa, imponiendo numerosos desafíos para la 
conducción, coordinación y gobernabilidad del sector. 
Tras un largo debate que comenzó con el ingreso del proyecto 
de Ley en 2005 y que culminaría con la promulgación del 
Estatuto a comienzos de 2010, aún persisten una serie de vacíos 
institucionales y défi cits en las relaciones informales entre civiles 
y militares, que dan cuenta de la necesidad de indagar tanto en 
las causas que han impedido el establecimiento de un sistema 
de planifi cación más acabado, como en los desafíos prácticos 
para establecer un proceso acorde al espíritu de modernización 
plasmados en los objetivos de la Ley. ¿Cómo entender que 
tras varios años de discusión sobre el Estatuto, aún no se 
institucionalice en su totalidad el proceso modernizador? ¿Cómo 
esto afecta al sistema de planifi cación y a la gobernabilidad del 
sector Defensa? 
En esta investigación se establece que ha existido una alta 
preocupación por lo formal-normativo y una menor atención 
a las relaciones organizativas en aspectos informales, lo cual 
ha permitido que se institucionalicen nuevas prácticas a nivel 
general, pero que el proceso conjunto presenta algunos défi cits 
que podrían generar situaciones no deseadas, afectando 
negativamente la gobernabilidad en el sector Defensa y las 
relaciones entre civiles y militares.
Además de constatar los logros y falencias que posee la nueva 
Ley, dar cuenta del proceso político que explica su elaboración 
y aprobación. En este libro se realizan una serie de propuestas 
que –considerando la realidad contemporánea– apuntan a llenar 
los vacíos institucionales de la orgánica ministerial a objeto de 
defi nir políticas de defensa que cuenten con un sistema de 
planifi cación capaz de integrar a los diversos actores, para 
enfrentar con una mirada amplia los desafíos de la defensa 
en el contexto actual y de establecer una relación civil-militar 
sostenible y equilibrada en el largo plazo.
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